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ASAMBLEA LEGISLATIVA:





CONSIDERACIONES GENERALES QUE SUSTENTAN UNA REFORMA A LA LEY DE TRÁNSITO, N.º 7331, Y LEYES CONEXAS



1.-	Premisas



	Las muertes y lesiones por accidentes de tránsito son un problema para la salud pública y el desarrollo de los países, tal y como lo señala categóricamente el Informe Mundial sobre Prevención de los Traumatismos Causados por el Tránsito, presentado en el año 2004 por la Organización Mundial de la Salud.



	El informe revela que 1.2 millones de personas mueren al año por accidentes de tránsito.  De estos 20 a 50 millones sufren lesiones o quedan incapacitadas, produciendo el 2,1% del total de muertes a nivel global.



	Las proyecciones realizadas señalan que los accidentes de tránsito se incrementarán y que para el año 2020, ocuparán el tercer lugar como principal causa de morbilidad y mortalidad, lo cual resulta alarmante.



	Cada víctima de un accidente de tránsito representa para la sociedad y para las familias un alto costo social y económico.  En el ámbito mundial, la cifra es cercana a los 518 miles de millones de dólares y para América Latina está impactando más de 1.5% del producto bruto interno.



	Costa Rica no es ajena a esa problemática mundial, siendo los accidentes de tránsito la primera causa de muertes violentas; por varios factores, entre los cuales se encuentran los altos niveles de agresividad y estrés, manifestados en conductas y hábitos temerarios que reproducen día con día los usuarios del sistema de tránsito.



	La siguiente síntesis pretende dar una visión integral de los accidentes de tránsito por medio de los indicadores creados a partir de la información generada por la Dirección General de Policía de Tránsito, el Instituto Nacional de Estadística y Censos, el Organismo de Investigación Judicial y la Cruz Roja Costarricense.

�Flota vehicular



Año 1981�195.105�Año 1993�439.235��Año 1993�373.868�Año 2005�1.013.823��Variación absoluta�201.274�Variación absoluta�574.588��Incremento porcentual�103.16%�Incremento porcentual�130.82%��



El movimiento de la flota vehicular a través de los años ha mostrado ser consistente, con un crecimiento sostenido de un 130.82%, durante los últimos doce años, para un promedio anual del 10.90%, permaneciendo nuestra red vial constante y afectando directamente la densidad de vehículos por kilómetro de carretera existente, por lo que actualmente la exposición al riesgo de un accidente de tránsito producto de la interacción de estos con la población es mucho mayor.



Anterior a la entrada en vigencia de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, el crecimiento en promedio anual de la flota vehicular era del 8.59% por año.  Es de esperar entonces, que si no se toman las medidas preventivas adecuadas los accidentes de tránsito sean más frecuentes.



Población total



Año 1981�2.674.900�Año 1993�3.199.234��Año 1992�3.099.063�Año 2005�4.325.808��Variación absoluta�822.363�Variación absoluta�1.059.888��Incremento porcentual�36.12%�Incremento porcentual�32.45%��

El crecimiento demográfico de nuestro país implica más usuarios en el sistema de tránsito, (mayor número de conductores, peatones, ciclistas), lo cual afecta directamente la exposición al riesgo de sufrir un accidente de tránsito, que sumado al factor del crecimiento de la flota vehicular, implica readecuar la normativa vigente para minimizar el impacto del crecimiento en la cantidad de accidentes.



De los datos tabulados se puede inferir que el crecimiento de la población para el intervalo de 1981 a 1992, anualmente fue de un 3.01%, mientras que en el intervalo de 1994 al 2005, se registró una disminución en el crecimiento anual del 2. 70%.



Índice de motorización por cada 10 personas



Año 1981�0,86�Año 1994�1,34��Año 1992�1,21�Año 2005�2,34��Variación absoluta�0,35�Variación absoluta�1,00��Incremento porcentual�40.77%�Incremento porcentual�74.26%��



	Cada año crece más la cantidad de personas que adquieren un vehículo, en 1992 de cada 10 personas, al menos 1,21 poseía un vehículo, para el año 2005 de cada 10 personas al menos 2,34 poseen un vehículo, reflejándose un crecimiento importante del 1.00%, mientras que anterior al año 1992, este índice reflejaba un crecimiento sostenido.



Accidentes de tránsito



Año 1981�15.933�Año 1994�44.697��Año 1992�30.116�Año 2005�57.129��Variación absoluta�14.183�Variación absoluta�12.432��Incremento porcentual�89.02%�Incremento porcentual�27.81%��

Es importante señalar que anterior a la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, el promedio anual de los accidentes de tránsito mostraba un crecimiento del 7.42% (período que comprende 1981 - 1992), al entrar en vigencia esta nueva normativa nos encontramos un panorama al año 2005, en el cual este promedio disminuyó a un 2.32% de crecimiento anual, no obstante, del fuerte incremento en la flota vehicular y del índice de motorización, esto quiere decir que con normas adecuadas que regulen la circulación de los vehículos, las personas y los semovientes, por las vías terrestres de la nación con sanciones claramente tipificadas y acordes a la falta que se cometa, se contribuye en gran medida en la reducción de los accidentes de tránsito.



Heridos leves



Año 1981�4.933�Año 1994�9.041��Año 1992�7.488�Año 2005�17.218��Variación absoluta�2.555�Variación absoluta�8.177��Incremento porcentual�51.79%�Incremento porcentual�90.44%��

Heridos graves



Año 1981�715�Año 1994�1.617��Año 1992�1.317�Año 2005�3.512��Variación absoluta�602�Variación absoluta�1.895��Reducción porcentual�84.20%�Incremento porcentual�117.19%��

	Producto de los accidentes de tránsito, lamentablemente, en la década recién pasada, cada vez más habitantes resultaron con heridas leves y graves en nuestro país.  Al comparar el año 1994 con respecto al año 2005, los heridos leves se incrementaron en un 90.44%, para un crecimiento promedio anual de 7.54%, o sea, casi dos veces el promedio que encontramos anterior a 1993 del 4.32% de crecimiento anual y los heridos graves crecieron un 117.19%, para un promedio de incremento anual del 9.77%, estando estos últimos con un promedio de crecimiento anual de 7.02% anterior al año 1993, situación que se le atribuye en gran medida al crecimiento exponencial de la flota vehicular.



Muertes “In Situ” por accidentes de tránsito



Año 1981�98�Año 1994 �291��Año 1993�230�Año 2005�301��Variación absoluta�132�Variación absoluta�10��Incremento porcentual�134.69%�Incremento porcentual�3.44%��

Muertes totales por accidentes de tránsito



Año 1981�175�Año 194�560��Año 1993�379�Año 2005�616��Variación absoluta�204�Variación absoluta�56��Incremento porcentual�116.57%�Incremento porcentual�10.00%��

Otra categoría por considerar dentro del análisis es la mortalidad, su comportamiento se describe en dos características diferentes, la mortalidad en el sitio y la mortalidad total.  Costa Rica es un país donde este tipo de mortalidad constituye la primera causa de muerte violenta, es por ello que se convierte en un indicador clave de las acciones por implementar.  Un recuento histórico de la mortalidad desde 1994 nos permite determinar el crecimiento de las muertes en el sitio de un 3.44%, o sea, un promedio de crecimiento anual del 0.29%, mientras que las muertes totales por accidentes de tránsito en el mismo período, crecieron un 10.00%, es decir un promedio de crecimiento anual del 0.83%, siendo el período anterior a la promulgación de la nueva Ley de tránsito en 1993, en que se presentó un crecimiento mayor de muertes en el sitio del 11.22% anual y de muertes totales de un 9.71% anual.



Para establecer los factores de riesgo asociados a la ocurrencia de estas muertes, se utilizó la base de datos de muertes “in situ“ por accidentes de tránsito en el período de seis años (2000 - 2005), obteniéndose los siguientes resultados:



a)	El 28.77%, 636 personas fallecidas, se le atribuye como posible causa del accidente de tránsito el exceso de velocidad.

Conducta sancionada en la legislación de tránsito vigente en los artículos 129 inciso e) con ¢20.000.00 colones de multa y el artículo 131 inciso g) con ¢5.000.00 colones de multa.

b)	El 18.09%, 400 personas fallecidas, se le atribuye como posible causa del accidente de tránsito la imprudencia del peatón.

Conducta sancionada en la legislación de tránsito vigente en los artículos 132 inciso s) con ¢2.000.00 colones de multa.

c)	El 16.92%, 374 personas fallecidas, se le atribuye como posible causa estar bajo los efectos del alcohol.

Conducta sancionada en la legislación de tránsito vigente en los artículos 129 inciso e) con ¢20.000.00 colones de multa y el artículo 130 inciso k) con ¢10.000.00 colones de multa.

d)	El 12.71%, 281 personas fallecidas, se le atribuye como posible causa la imprudencia del conductor.



-	NO USO DEL CINTURÓN DE SEGURIDAD



Sanción tipificada mediante Decreto N.º 29390, con una multa del 5% del salario base de un oficinista 1 del Poder Judicial ¢200.200.00, o sea ¢10.010.00 colones.



-	CONDUCIR Y HABLAR POR TELÉFONO CELULAR



Conducta sancionada de manera imprecisa en la legislación de tránsito vigente en el artículo 130 inciso ll) con ¢10.000.00 colones de multa.



e)	El 9.45%, 209 personas fallecidas, se le atribuye como posible causa el adelantamiento indebido.

Conducta sancionada en la legislación de tránsito vigente en el artículo 130 inciso b) con ¢10.000.00 colones de multa y el artículo 132 inciso ll) con ¢2.000.00 colones de multa.

f)	El 6.06%, 134 personas fallecidas, se le atribuye como posible causa la imprudencia del ciclista.

Conducta sancionada en la legislación de tránsito vigente en el artículo 132 inciso r) con ¢2.000.00 colones de multa.

g)	El 4.30%, 95 personas fallecidas, se le atribuye como posible causa la falla mecánica.

h)	El restante 3.70%, 82 personas fallecidas, se le atribuye como posible causa otros factores.



	A pesar de que los valores absolutos son contundentes, no se debe olvidar que se asocian a una población, por lo que se deben considerar en el análisis las tasas de accidentes de tránsito, mortalidad total y en el sitio.

�Tasa de accidentes de tránsito por 100 mil habitantes



Año 1981�699,83�Año 1994�1,368.60��Año 1992�971.78�Año 2005�1,320.70��Variación absoluta�271.95�Variación absoluta�47.90��Incremento porcentual�38.86%�Incremento porcentual�3.50%��

Tasa de mortalidad total por 100 mil habitantes



Año 1981�7,69�Año 1994�17,15��Año 1992�12,20�Año 2005�14,24��Variación absoluta�4.51�Variación absoluta�2,91��Incremento porcentual�59.10%�Incremento porcentual�16.95%��

Tasa de mortalidad “in situ” por 100 mil habitantes



Año 1981�4.30�Año 1994�8.91��Año 1992�7.42�Año 2005�6.96��Variación absoluta�3.12�Variación absoluta�-1.95��Reducción porcentual�72.42%�Reducción porcentual�-21.91%��

	Una caracterización global de la problemática indicada por los números es la siguiente:  a pesar de los indicadores bajos en la mortalidad por habitante, seguimos teniendo problemas en la magnitud de los accidentes, los heridos graves y muertes, donde los jóvenes son los más siniestrados.



	Al considerar en este análisis la población, se determinan las características de la mortalidad presentada, evidenciando que hay una relación fuerte entre edad y muerte por accidente de tránsito, manteniéndose como víctimas principales el grupo de edad de los 20 a los 34 años; posteriormente, conforme aumenta la edad disminuye la incidencia, golpeando principalmente la población económicamente activa.



2.-	¿Cómo afrontar la problemática?



	A pesar de la compleja realidad que comporta los accidentes de tránsito, los mismos pueden ser prevenidos desde varias ópticas, todas ellas en una visión de conjunto y sin una necesaria relación de prelación.



Así destacamos en primera instancia, el fortalecimiento de la presencia policial en la carretera, el despliegue de campañas de prevención de manera sostenida, la implementación de acciones de educación vial en todos los niveles de la formación del educando; modernizando el sistema de acreditación de conductores; estableciendo normas técnicas para la circulación de los vehículos; norman y ejecutando criterios de seguridad vial en infraestructura y acudiendo al endurecimiento de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331.

	En el proyecto de ley que se somete a discusión, se está apostando de manera fuerte al último componente, con el objetivo de crear, paulatinamente, una conciencia en el conductor sobre las consecuencias de su comportamiento incorrecto e inseguro en las carreteras.



Por lo tanto, con este proyecto de ley, la Administración se está avocando a acciones dirigidas para intervenir directamente en factores de riesgo como son la adopción y aplicación de leyes y normas más rigurosas que establezcan una sanción económica de alto impacto para la economía del ciudadano irresponsable y trasgresor de las mismas, el cual pone en riesgo su vida y la de otros.



	Con ello se aspira, fundamentalmente, a lograr un efecto preventivo tanto a nivel general, como a nivel especial, tanto en sus componentes positivos, como negativos.



	Precisamente, factores de riesgo como el exceso de velocidad, el peligro del uso del teléfono celular al volante, la imprudencia del peatón, ebriedad del conductor, mal estado o mantenimiento indebido del vehículo, el no uso de cinturón de seguridad por todos los ocupantes del vehículo, piques, entre otros, son hechos o acciones evitables.



3.-	Incremento del importe de las multas y establecimiento de un sistema de ajuste automático



Las multas actualmente vigentes por infracciones a la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, salvo reformas puntuales que se han efectuado, corresponden a las establecidas en el año 1993.



Es decir, han transcurrido más de trece años desde el establecimiento de las mismas, mediando múltiples factores durante todo ese lapso, como el índice inflacionario, la pérdida adquisitiva del colón, etc., que hacen que su monto no tenga mayor impacto desde el punto de la incidencia en el patrimonio por parte del infractor, determinando que en adelante modifique su conducta.



Incrementar la base de la multa que tipifican esos hechos o acciones no debe ser la única medida, sin embargo, es una alternativa razonable para obligar a cambiar hábitos y comportamientos en los usuarios del sistema de tránsito, sobre todo agravando aquellas faltas que representan altos niveles de riesgo.



	Por esta razón, destacamos a continuación algunos de los tópicos que se están abordando en la presente reforma:

�a)	SANCIÓN SEVERA DE LA CONDUCCIÓN BAJO LOS EFECTOS DEL ALCOHOL



	De igual forma, los accidentes de tránsito están relacionados con el consumo de alcohol como una de las principales causas de mortalidad y morbilidad evitable.  Diversos estudios han determinado que concentraciones de alcohol en sangre superiores a 0,5 g/l se correlacionan con un riesgo lineal de tener un accidente de tránsito y presentar lesiones de mayor gravedad.



	El alcohol produce una depresión no selectiva del sistema nervioso central, deteriorando la función psicomotora, la percepción sensorial (vista y oído), modifica el comportamiento de la persona, etc.  En general, los efectos del alcohol son directamente proporcionales a su concentración en la sangre:  a mayor concentración mayor deterioro.  Está perfectamente demostrado que el alcohol deteriora, marcadamente, la función psicomotora y la capacidad para conducir con seguridad.



	Mientras la tendencia en los países desarrollados en relación con los fallecidos, producto de la conducción con alcohol, viene a la baja, en las naciones latinoamericanas vecinas e incluso en el ámbito nacional está en franco aumento, de ahí que también se propone un incremento en el monto de la multa actual, como una forma de inhibir al conductor a cometer esta clase de acciones violentas.



"De la base de datos de muertes “in Situ “ en seis años de datos, se obtuvo que de un total de 2.211 fallecidos, el 16.92%, es decir 374 muertos, se le atribuye como posible causa del accidente la presencia de alcohol".



b)	SANCIÓN SEVERA PARA CONDUCTORES QUE SOBREPASAN LOS LÍMITES DE VELOCIDAD PERMITIDOS



	En los últimos años, hemos visto como ha proliferado en las calles de San José la práctica de un mortal "pasatiempo".  Conductores irresponsables, generalmente jóvenes, ponen a prueba sus máquinas y destrezas al volante en plena vía pública en una actitud que abiertamente amenaza su integridad física y la de terceros.  Esta situación ha provocado ya, muchos accidentes y pérdidas de vidas de inocentes peatones que transitan desprotegidos ante la imprudencia de estos conductores.



	Las regulaciones que existen son insuficientes para evitar estas demostraciones o "piques", por lo que la labor deberá ser de creación de las normas aplicables para solucionar, de forma permanente, esta problemática.



	De esta forma se busca con el presente proyecto, imponer sanciones más rigurosas, que por sus particulares características frenen los ímpetus de los conductores.

	En el artículo 82 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, inciso a):  se prohíbe circular a una velocidad superior o inferior a la establecida en los límites fijados por la Dirección General de Ingeniería de Tránsito.



	Los conductores deben respetar los límites máximos y mínimos de velocidad autorizados para circular por las vías públicas, esto en razón de las características de diseño de la vía.  Circular tanto a altas velocidades como por debajo de lo establecido, se considera un riesgo para la seguridad de la circulación en las vías.



	Por lo anterior, se impondrán multas superiores a las actuales, de tal forma que, los conductores acaten las disposiciones pertinentes en esa materia.



c)	USO DEL TELÉFONO CELULAR MIENTRAS SE CONDUCE DEBE ESTABLECERSE COMO UNA INFRACCIÓN GRAVE



	Con el desarrollo de nuevas tecnologías, también se han introducido nuevos elementos distractores que contribuyen a falsear la seguridad de los conductores en las carreteras, como es el uso de los teléfonos celulares mientras se conduce.



	Esta costumbre atenta contra la seguridad y la pericia de los conductores en el volante, debido a que tras varios minutos de conversación la persona se involucra de tal modo en ella, que llega a abstraerse de la actividad de conducción.



	Estudios alrededor del mundo han demostrado que el uso de los teléfonos celulares en las carreteras tiene una incidencia significativa en el número de accidentes que se registran.  Por esta razón, es preciso incrementar el monto de las multas que tipifican esta conducta dentro del ordenamiento jurídico.



	El director del Intras, (Instituto Universitario de Tráfico y Seguridad Vial de la Universidad de Valencia), Luis Montoro, asegura que el uso del teléfono móvil por los conductores puede incrementar el riesgo de accidentes de tránsito equiparable a una tasa de alcoholemia de 1 gramo por litro de sangre, "el mismo riesgo que conducir ebrio".  De hecho, estudios realizados en la Universidad de Toronto (Canadá), apuntan que el riesgo de sufrir un accidente de tránsito llega a multiplicarse por un valor de entre cinco y diez, en caso de utilizar el móvil mientras se está conduciendo.



	Asimismo, el doctor Montoro afirma que ese artilugio revolucionario está dando lugar a serios problemas para la seguridad vial.  Y la verdad es que un teléfono móvil puede ser de mucha utilidad, como para realizar llamadas de urgencia ante un accidente de tránsito, o para avisar al taller ante una avería.  Pero igual que ha ocurrido siempre con los inventos, posee grandes ventajas y grandes inconvenientes que han de conocerse.



	Además, según el catedrático Luis Montoro, muchos conductores no saben que si el teléfono no es de "manos libres" y no lleva antena exterior pueden crearse algunas interferencias con los componentes electrónicos del automóvil e, incluso, las radiaciones de microondas que se emiten y reciben, al quedar en el interior del vehículo pueden llegar a dañar la salud.  Muchos ya saben que usar el móvil en las gasolineras es peligroso, ya que se pueden producir chispas que pueden incendiar el combustible, pero es que incluso puede llegar a alterar la electrónica de las máquinas interfiriendo su funcionamiento.  Todo esto da lugar a que se estén adoptando las medidas oportunas, sobretodo a nivel legislativo de tan preciado artilugio, del cual ya casi nadie prescinde.



d)	USO OBLIGATORIO DE LAS SILLAS DE SEGURIDAD INFANTILES Y CINTURÓN DE SEGURIDAD



	Otra acción imprudente que debe sancionarse drásticamente es el no uso del cinturón de seguridad y de la silla de seguridad para niños, ya que estos dispositivos de seguridad pueden significar la diferencia entre la vida o la muerte.



	Debe considerarse el hecho de que en países como Estados Unidos y, más recientemente, Brasil se ha llegado a determinar que el alto porcentaje de muertes y lesiones graves se pudieron evitar con el uso del cinturón de seguridad y la silla de seguridad para niños.



	En la Ley de tránsito vigente se pena el no uso del cinturón y de la silla de seguridad, pero la efectividad de su cumplimiento se ha visto disminuida, por la justificación generalizada de parte de los usuarios, de que es un dispositivo incómodo y el hecho de que su uso se reserva para viajes largos, además, de otras razones que no tienen un sustento científico.



	Debe darse una acción conjunta tendiente a que padres y conductores verifiquen el correcto uso e instalación de las sillas de seguridad para los niños de entre 0 y 8 años, y el uso obligatorio del cinturón de seguridad para todos los ocupantes del vehículo.



	La nueva Ley de tránsito es explícita al multar a los conductores que no utilicen el cinturón de seguridad y también, a quienes no instalen en el asiento trasero de los vehículos sillas de seguridad para menores de edad entre 0 y 8 años.



e)	CIRCULACIÓN EN AUTOPISTAS Y EL USO DEL CARRIL IZQUIERDO



	La Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, en su artículo 84, autoriza únicamente la conducción por el carril izquierdo en los siguientes casos:



a)	Cuando el carril derecho esté obstruido y sea necesario transitar por el izquierdo.

b)	Cuando se adelante a otro vehículo que transite en la misma dirección.

c)	Cuando la vía esté diseñada o marcada para transitar en una sola dirección.

d)	En los demás casos que especifique el Reglamento de esta Ley.



	Cuando se trata de autopistas y otras carreteras especiales de varios carriles de circulación, los vehículos más rápidos circularán por el lado izquierdo y los más lentos, por el lado derecho.  Además, el conductor debe respetar y acatar las señales específicas colocadas en esas vías para regular el uso de los carriles.



	El conductor que violente las disposiciones estipuladas sobre esta materia será sancionado drásticamente, ya que de igual forma esas acciones atentan contra la seguridad física y el uso indebido de las vías.



f)	SANCIONES MÁS SEVERAS PARA QUIENES INCUMPLAN LAS REGULACIONES DEL TRANSPORTE DE MATERIALES PELIGROSOS



	Los aspectos que deben ser sancionados con mayor rigurosidad en el transporte de materiales peligrosos son:



1.-	No exceder el límite fijado de carga para esta clase de transporte.

2.-	Respetar los horarios que por reglamento se les asignan.

3.-	La prohibición de estacionar en áreas urbanas.

4.-	El permiso de operación deberá estar al día.

5.-	La rotulación de los vehículos y etiquetas alusivas a la peligrosidad del producto o mercancía que se transporta.

6.-	Portar el equipo de seguridad previsto para situaciones de emergencia tales como extintores, triángulos reflectivos, calzas, entre otros.

7.-	Respetar las demás regulaciones estipuladas por ley.



	Este tipo de control deberá ejercerse en las principales rutas nacionales, con especial énfasis a los accesos y salidas de los principales puertos del país.



	Se estima que la actualización de los importes de las multas que se están planteando, no guarda una desproporción entre el nivel de gravedad de la conducta incurrida y la sanción que lleva aparejada la misma.



	Asimismo, para evitar la situación que se presenta actualmente de importes de multas totalmente inocuos, se plantea la fórmula de la indexación automática, a partir del salario de oficinista 1 establecido en la Ley N.º 7737, y que es el instrumento usualmente establecido para lograr ese objetivo.



	A título de referencia, planteamos un cuadro comparativo de la situación actual frente a la propuesta, con algunos ejemplos de cómo quedaría establecida la propuesta de incremento de las multas.



Multa�Hoy�Reforma��Conducción temeraria�¢ 20.000�¢ 280.000��Irrespeto de luz roja�¢ 10.000�¢ 180.000��No uso del cinturón�¢ 10.000�¢ 180.000��No uso del casco�¢   2.000�¢ 100.000��

4.-	Establecimiento de un sistema más riguroso para disponer la suspensión de la licencia de conducir



	En la actualidad existen dos regulaciones básicas para disponer la suspensión que nos ocupa, que una vez más, ofrecen una desproporción evidente con la gravedad de las faltas involucradas.



	Primero, el artículo 133 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, plantea la suspensión de la licencia de conducir por seis meses, para castigar la comisión de las conductas tradicionalmente tipificadas como conducción temeraria.  Además, se extiende la sanción a la evasión de las tasas de peaje.



	Esa suspensión podrá representar un lapso de un año, en el evento de una reincidencia en un lapso de dos años.



	Por otra parte, el artículo 134 de la ley de referencia, plantea una suspensión de tres meses, por la reincidencia en un lapso de dos años, de la conducción en estado de preebriedad, de irrespeto a la señal de alto de la luz roja de un semáforo, que violen las regulaciones para el transporte de materiales peligrosos, que irrespeten la prioridad de los peatones e infrinjan lo señalado en el artículo 130 inciso c).



	A partir de las justificaciones antes planteadas, el proyecto establece dos niveles.



	La suspensión por dos años, en el supuesto de la conducción en estado de ebriedad o bajo los efectos de drogas o de sustancias enervantes o depresoras del sistema nervioso central; el rebasar en curva horizontal en carreteras de dos carriles con sentidos de vía contraria de acuerdo al señalamiento establecido y la participación en los denominados piques.



	La reincidencia en segunda ocasión llevará aparejada una suspensión por cuatro años, mientras la siguiente por diez.

	El segundo nivel representa una suspensión de licencia por un año en los casos en que se reincida en las siguientes situaciones:



	Conducción en estado de preebriedad; irrespeto a la señal de alto en la luz roja de un semáforo; el adelantamiento por el lado derecho de la carretera en condiciones no autorizadas; el irrespeto a la prioridad en el paso de los peatones y la conducción a una velocidad superior a los 25 kmp/h al pasar frente a la entrada y salida de los planteles educativos, hospitales, clínicas, etc., mientras se estén realizando esas actividades.



	En virtud de que exista una tercera ocasión en que se reincida en esa conducta, implicaría una pérdida del total del puntaje, se establecerían las consecuencias definidas para tal fin.



5.-	Instauración del expediente del conductor y sistema de puntos



	La Administración, dentro de las acciones multidisciplinarias, considera oportuno presentar una propuesta para que se introduzca en la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, y sus reformas, un sistema de acreditación de conductores incluyendo puntos, así como la concientización y reeducación como medio para la recuperación de puntos, como requisito para recuperar la acreditación.



	Esta modalidad en realidad no es novedosa a nivel mundial.



	Desde el año de 1963 en España, el Dr. Jiménez Díaz recomendaba el “permiso de conducir por puntos” el cual lo concebía “como un libro donde se anotaran todas sus faltas, al llegar a cierto número de infracciones debería retirársele, pues ha demostrado no ser merecedor de poseerlo”.  Nueve años más tarde, Alemania opta por incorporar el permiso por puntos a su sistema, siendo uno de los países pioneros al menos del entorno europeo. Seguidamente, lo estableció el Reino Unido en el año 1982 y diez años después lo asumió Francia. Recientemente fue asumido por Luxemburgo (2002) y España el 1 de julio del año en curso.  El 4 de setiembre del año en curso�, el Ministerio del Interior, por medio de nota de prensa, expone una reducción en la tasa de mortalidad de (-20.84%) con respecto al verano del año pasado, que representó un total de 139 muertes menos.



	Si bien es cierto, la seguridad vial depende de acciones integradas, este instrumento contribuyó para que Francia viera reducida su tasa de siniestralidad en un 20% consiguiendo, además, un 75% de no reincidencia.�  En Italia en un 30%�.



	La acreditación por puntos es un compromiso entre toda la sociedad y el conductor.  Se le asignará una cantidad de puntos, los cuales perderá si comete una infracción de gravedad que se encontrará establecida de manera escalonada, con respecto al riesgo que la imprudencia del conductor someta a la sociedad, aumentando la severidad en caso de reincidencia.  En situaciones extremas el conductor perderá esta acreditación, como efecto de la comisión de la falta, con las consecuencias de la imposición de la multa, la suspensión de la acreditación para conducir y la totalidad de los puntos.



	Los puntos no se recobran con el pago de multas.  El pago de la multa es independiente de la sanción moral a la sociedad y estos se recobrarán por medio de cursos de concientización y reeducación, así como el trabajo comunal y una vez cumplido el lapso de la suspensión.



	Se tiene proyectado que los primeros cursos tendrán una duración de 15 horas y los de reeducación igual a la duración que tiene el curso teórico básico y se someterá a una prueba teórica que lo acredite nuevamente.  Dicha instrucción tendrá un costo que debe asumir el conductor.



	El propósito de este sistema es crear una herramienta eficiente que articule la educación, la sensibilización y la toma de conciencia en todos aquellos casos, en que el conductor cometa faltas que atenten contra la sociedad y permitan devolver a ella un conductor apto para crear una cultura de paz en las carreteras.



	Se propone una base de sesenta puntos para el conductor acreditado, que se irán debitando en razón de la comisión de infracciones a la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, una vez que la sanción de las mismas se encuentre en firme.



	La pérdida de la totalidad de los puntos implicará la suspensión de la acreditación, según las reglas ya especificadas.



	La relación de puntos propuesta es la siguiente:



1.-	La comisión de cualquiera de las conductas descritas en el inciso 1) del artículo 129 de la ley de referencia, supone la pérdida de la totalidad de los puntos.

2.-	La comisión de cualquiera de las conductas descritas en los incisos 2) a 5) del artículo 129 de la ley de referencia, supone la pérdida de 30 puntos.

3.-	La comisión de cualquiera de las conductas descritas en el artículo 130 de la ley de referencia, supone la pérdida de 25 puntos.

4.-	La comisión de cualquiera de las conductas descritas en el artículo 131 de la ley de referencia, supone la pérdida de 20 puntos.

5.-	La comisión de cualquiera de las conductas descritas en el artículo 132 de la ley de referencia, supone la pérdida de 15 puntos.

6.-	La comisión de cualquiera de las conductas descritas en el artículo 133 de la ley de referencia, supone la pérdida de 10 puntos.

7.-	La comisión de cualquiera de las conductas descritas en el artículo 134 de la ley de referencia, supone la pérdida de 5 puntos.

8.-	La comisión de cualquiera de las conductas descritas en el artículo 134 bis de la ley de referencia, supone la pérdida de 3 puntos.



	Para acceder de nuevo a la acreditación, superado el plazo de la suspensión y cancelada la multa respectiva, se deberán cumplir cursos de concientización y reeducación vial.



	Algunos de los temas por tratar en los cursos de concientización y reeducación vial que se recomiendan, incluirán la siguiente temática:



1.-	Los accidentes de tránsito:  la magnitud del problema:



a)	Sensibilización sobre la verdadera dimensión de los accidentes de tránsito, los problemas sociales y económicos que se producen en su entorno.

b)	Reconocer el accidente de tránsito como un problema de salud y el conjunto de las consecuencias, como una enfermedad que afecta a todos.

c)	Reconocer que los accidentes de tránsito no son causa del azar o del destino, sino que traen consigo una serie de riesgos que se pueden prevenir.

d)	Reconocer que el propio conductor es el que más puede influenciar en la producción de accidentes de tránsito.

e)	Repasar los conceptos del vehículo, la vía, dándole énfasis al entorno y la ocurrencia de accidentes de tránsito.



2.-	Impacto y consecuencias para las víctimas:



a)	Comprender los conceptos generales sobre la dinámica de un accidente de tránsito.

b)	Apreciar la magnitud real de las fuerzas que se implican en los accidentes de tránsito.

c)	Conocer los principales tipos de lesión que se producen en los accidentes de tránsito.

d)	Distinguir las lesiones que se pueden ocasionar en función del tipo de accidente (impacto frontal, lateral, alcance y vuelco).

e)	Diferenciar las lesiones que suelen producirse según el vehículo implicado (automóviles de turismo, transportes ligeros y pesados, motocicletas y bicicletas).

f)	Conocer las características de las lesiones que suele tener el peatón atropellado.

�3.-	La conducción:  una tarea de toma de decisiones:



a)	Apreciar que las situaciones peligrosas al volante son en muchas ocasiones consecuencias de decisiones incorrectas.

b)	Distinguir las características del proceso de toma de decisiones en la conducción.

c)	Discriminar cuáles son las actitudes y los motivos que diferencian a un conductor seguro de aquel que conduce en forma peligrosa.

d)	Valorar el importante papel que puede jugar nuestro estado emocional en la seguridad del tránsito.

e)	Identificar la influencia de la percepción y la aceptación del riesgo en la conducción.

f)	Considerar la influencia que tienen sobre nuestro propio comportamiento, las interpretaciones que hacemos del comportamiento de los demás.



4.-	Aptitudes y capacidades básicas para una conducción segura:



a)	Apreciar la complejidad del entorno del sistema de tránsito.

b)	Valorar la importancia de mantener  aptitudes y capacidades básicas en perfectas condiciones para conducir en forma segura.

c)	Distinguir la incidencia de las diferentes distracciones en los accidentes de tránsito.

d)	Identificar la importancia de las capacidades motoras para conducir con seguridad.



5.-	Los grupos de riesgo:



a)	Apreciar que determinados grupos de personas son especialmente sensibles a las consecuencias del tránsito.

b)	Valorar por qué los niños son tan vulnerables a los accidentes de tránsito.

c)	Identificar qué tipo de jóvenes son los que aparecen con mayor frecuencia en las estadísticas de accidentes de tránsito.

d)	Sensibilizar por qué los peatones son muy vulnerables a los accidentes de tránsito.

e)	Distinguir las características que hacen que muchas personas mayores sufran las terribles consecuencias de los accidentes.

f)	Apreciar los problemas a los que se enfrentan los ciclistas como usuarios de la vía.

g)	Señalar la estrategia y consejos para evitar accidentes con ciclistas.



6.-	La velocidad como factor de riesgo:



a)	Recalcar que la velocidad excesiva o inadecuada es uno de los principales factores de riesgo en la conducción.

b)	Reconocer que es muy importante controlar la velocidad en función de las características del ambiente, del vehículo y del propio conductor, sobretodo con el comportamiento irregular que tiene el relieve costarricense y los microclimas que afloran a cortas distancias.

c)	Identificar cómo afecta la velocidad a las capacidades del conductor necesarias para una conducción segura.

d)	Distinguir el peligro que representa la velocidad excesiva o inadecuada en determinadas maniobras, como el frenado o la toma de curvas.



7.-	El alcohol como factor de riesgo:



a)	Valorar el importante papel que juega el alcohol en los accidentes de tránsito.

b)	Identificar los efectos que tiene el alcohol sobre nuestras capacidades para conducir.

c)	Conocer qué influye y qué no influye sobre la tasa de alcoholemia.

d)	Sensibilización del riesgo que supone conducir bajo los efectos del alcohol.

e)	Reconocer la responsabilidad legal que se deriva de una conducción bajo la influencia de las bebidas alcohólicas.



8.-	Las drogas de abuso como factor de riesgo:



a)	Señalar la influencia de las principales drogas de abuso sobre la capacidad de conducción.

b)	Valorar los riesgos reales de la conducción bajo la influencia de determinadas drogas.

c)	Distinguir las características de los principales grupos de drogas de abuso.

d)	Valorar la relación que hay entre determinadas sustancias legales, como el café, el té o el tabaco y conducción de vehículos.



9.-	Las enfermedades y los fármacos como factores de riesgo:



a)	Apreciar cómo muchas enfermedades pueden alterar la capacidad para conducir con seguridad.

b)	Identificar, a modo de ejemplo, la influencia de la depresión y de las alergias con el tránsito.

c)	Considerar que la conducción cuando se están consumiendo determinados fármacos, puede representar un grave riesgo para su seguridad.

d)	Distinguir qué hacer ante la enfermedad y los fármacos para garantizar la seguridad en las vías públicas.

e)	Tomar conciencia de la necesidad de estar en las mejores condiciones a la hora de conducir.

10.-	La somnolencia como factor de riesgo:



a)	Apreciar la incidencia que tiene la somnolencia en los accidentes de tránsito.

b)	Identificar los efectos que produce la somnolencia en el conductor.

c)	Reconocer las principales causas de somnolencia durante la conducción.

d)	Conocer cómo prevenir la aparición de somnolencia al volante.



11.-	La fatiga como factor de riesgo:



a)	Apreciar la incidencia que tiene la fatiga en los accidentes de tránsito.

b)	Identificar qué factores pueden potenciar la aparición de la fatiga.

c)	Distinguir qué alteraciones produce la fatiga sobre el conductor.

d)	Tomar conciencia del riesgo que supone conducir fatigado.

e)	Señalar qué debe hacerse para evitar la fatiga al volante.



12.-	El estrés como factor de riesgo:



a)	Apreciar la incidencia que tiene el estrés en los accidentes de tránsito.

b)	Identificar qué es el estrés y de qué fases se compone.

c)	Discriminar qué tipo de situaciones son estresantes para la mayoría de las personas.

d)	Reconocer las consecuencias del estrés sobre la conducción y sobre la salud.

e)	Señalar qué se debe hacer para paliar los efectos del estrés al volante.

f)	Tomar conciencia del riesgo que conlleva conducir  bajo los efectos del estrés.



13.-	Seguridad activa y pasiva:



a)	Identificar los elementos que componen los sistemas de seguridad activa y pasiva de los vehículos automóviles.

b)	Apreciar la importancia de una buena utilización de los diferentes elementos de seguridad.

c)	Conocer las principales reglas de mantenimiento y cuidado del vehículo y de todos sus sistemas de seguridad.

d)	Valorar la importancia del uso de los sistemas de seguridad infantil.

�14.-	La conducción preventiva:



a)	Conocer el concepto y los principios de la conducción preventiva.

b)	Valorar la eficacia de la conducción preventiva para reducir los accidentes de tránsito.

c)	Identificar las reglas y comportamientos propios de la conducción preventiva.

d)	Comprender la importancia de tu propio comportamiento a la hora de evitar los accidentes de tránsito.

e)	Conocer los comportamientos adecuados para la conducción en condiciones climatológicas adversas.

f)	Promocionar este estilo de conducción segura entre los conductores.



15.-	Actuación en caso de accidentes de tránsito:



a)	Concebir la actuación, en caso de accidente, como una parte importante dentro de la seguridad vial.

b)	Recordar las reglas técnicas PAS (proteger, alertar, socorrer) que constituyen la pauta básica por seguir en caso de accidente de tránsito.

c)	Conocer las actuaciones mínimas para proteger el lugar del accidente, a los implicados en el mismo, a los otros conductores que se aproximen y a las propias personas que prestan la ayuda.

d)	Saber qué se debe hacer para alertar con eficacia de lo sucedido a los servicios de emergencia.

e)	Conocer las actuaciones mínimas seguras para socorrer a las víctimas hasta la llegada de los servicios de emergencia.



16.-	La importancia del cumplimiento de las normas de tránsito:



a)	Conocer los principios y valores que deben inspirar en todo momento nuestro comportamiento al circular por las vías públicas.

b)	Comprender el importante papel que juega el respeto de las normas de circulación para garantizar la seguridad vial.

c)	Saber cuál es la responsabilidad social y legal derivada del incumplimiento de las normas de tránsito.

d)	Aprender las principales normas de comportamiento que debemos guardar en la circulación.



6.-	Regulación expresa de un capítulo destinado a dispositivos de seguridad vial



	Destacamos la obligatoriedad de disponer de sillas de seguridad u otro dispositivo equivalente en términos de seguridad, para el transporte de menores de cuatro años de edad o de infantes cuyo peso no exceda de veinte kilogramos en todo vehículo.



La vulnerabilidad de dichos pasajeros es harto justificada.



También se incorpora la obligatoriedad de disponer en todo vehículo de cuando menos un chaleco con aditamentos reflectivo, para asegurar la visibilidad del conductor y/o sus acompañantes, cuando deban detenerse sobre la carretera a realizar alguna labor en el automotor en horas nocturnas.



De igual manera se establece la obligatoriedad de incorporar dispositivos retroreflectivos en las bicicletas y la obligatoriedad de llevar puesto un chaleco de iguales características, durante el lapso temporal que se propone en la ley.  Esa última obligación se extiende también para los conductores de motocicletas y bicimotos.



Asimismo, se instaura la obligatoriedad de todo vehículo automotor, de estar provisto de apoyacabezas para todos los asientos de sus ocupantes.



7.-	Sustanciación en sede administrativa de la impugnación de la boleta de citación de por infracción a la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.° 7331; así como de los trámites de devolución de placas, vehículos y licencias



Un aspecto consustancial a la efectividad que se pretende lograr con las presente reformas, al tema de la sanción a por infracciones a la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.° 7331, así como para dar respuesta a las obligaciones derivadas de la Ley de protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos, N.° 8220, de 4 de marzo del año 2002, es la concentración en sede administrativa del tema de la impugnación de las boletas de citación, así como de los trámites de devolución de placas, vehículos o licencias, que fueron retirados con motivo de las prerrogativas señaladas en la ley.



En la actualidad, el establecimiento de potestades en los juzgados de tránsito o despachos competentes, sobre esos tópicos, produce tanto problemas de efectividad de la ley, como de atención al usuario.



Por lo tanto, esta reforma propone la sustanciación a nivel administrativo, asignando la competencia por vinculación con la materia al Consejo de Seguridad Vial.



Se establece un plazo para la impugnación de tres días hábiles.  De no verificarse tal acto, la boleta quedará en firme y será ejecutable en todos los efectos señalados en la ley.



Sin embargo el ciudadano podrá recurrir en vía judicial ante el Juzgado de Tránsito, para discutir el asunto en la esfera contenciosa.



De efectuar la impugnación, la misma se sustanciará de acuerdo al ofrecimiento de pruebas, debiendo resolverse en un plazo no mayor a los ocho días hábiles.



8.-	Medidas para evitar la corrupción en el ejercicio de la función policial



El incremento propuesto en el importe de las multas por infracciones a la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, así como el aumento en el tiempo, por el cual podrá ser objeto de suspensión la acreditación para conducir, razonablemente hacen suponer la creación de un foco potencial de actos de corrupción.



Esos actos se concentrarían eventualmente en actitudes tanto a cargo de los oficiales de tránsito, como de los mismos usuarios, ofreciendo algún tipo de compensación a cambio de la no imposición de esas medidas extremas.



La actuación del ciudadano ofreciendo al oficial algún tipo de dádiva, se estaría sancionando con una multa de ¢280.000,00 y con la pérdida de 30 puntos en su expediente de conductor.



Respecto de los oficiales de tránsito, con el fin de prevenir y reprimir ese tipo de actuaciones censurables, se está creando la Unidad de Asuntos Internos de la Policía de Tránsito, directamente bajo la responsabilidad del despacho del Ministro (a) de Obras Públicas y Transportes.



Esa unidad tendrá como sus responsabilidades:



a)	Realizar acciones concretas, tendientes a que el oficial de tránsito cumpla fielmente y en estricto apego al ordenamiento jurídico, las directrices e instrucciones de carácter operacional dictadas por los responsables de la Dirección General de la Policía de Tránsito, así como cualquier otra disposición emitida por los órganos competentes del Ministerio.

b)	Realizar inspecciones u operativos en cualquier momento y de cualquier naturaleza, con la finalidad de comprobar el uso adecuado, proporcional, racional, eficaz y eficiente de los recursos asignados a los oficiales de tránsito; así como el cumplimiento regular de su función.

c)	Analizar problemas de tipo técnico, operativo y tramitar, con la aprobación del Ministro (a), las respectivas disposiciones a las instancias pertinentes del Ministerio.

d)	Brindar informes, e incluso recabar pruebas para el órgano competente, con el fin de facilitar la labor de investigación e instrucción de posibles irregularidades laborales que impliquen la apertura de causas administrativas.

e)	Realizar investigaciones especiales al interno del cuerpo policial, para prevenir, detectar y erradicar la ocurrencia de focos de corrupción, incrementando la ética y la transparencia en el cumplimiento de la función policial.

f)	Tener acceso a las cuentas bancarias de los oficiales de tránsito, con el fin de prevenir la eventual ocurrencia de actos de corrupción.  El manejo de dicha información deberá realizarse en un marco de estricta confidencialidad.

g)	Plantear directamente las denuncias correspondientes ante los órganos jurisdiccionales, ante la mediación de hechos que tipifiquen como ilícitos penales.

h)	Todas aquellas otras que tiendan a mejorar y fortalecer el servicio que brinda la Policía de Tránsito, que sean encargadas por el Ministro (a).



En  este  proyecto  de  ley,  también  se  reforma  la Ley general de Policía, N.º 7410, de 26 de mayo del año 1994, en su inciso n) para tipificar como comisión de una falta grave, hechos que constituirían actos de corrupción en el ejercicio de la función policial con motivo del tema de las infracciones.



También se propone modificar el artículo 89 de la citada Ley, ampliando el plazo de inhabilitación para ingresar a cualquier cuerpo policial, a quien hubiese sido despedido, para que el plazo actual se extienda de cuatro a diez años.



Asimismo, se regula de manera expresa la sustanciación del procedimiento disciplinario en contra de los oficiales de tránsito, para hacer efectivas las sanciones que se acuerden en virtud de hechos constatados por faltas a relación de servicio.



Se reducen los plazos en los cuales deben avocarse y resolver las distintas instancias.



9.-	Otros aspectos relevantes:



Destacamos la regulación que se hace en el proyecto, en torno a otros tópicos necesarios para visión integral que la Administración se ha planteado para atacar el problema de la accidentalidad y el establecimiento de hábitos seguros para el ciudadano en esta materia.



a)	CONTROL DE LA REVISIÓN TÉCNICA VEHICULAR (RTV)



Dado que la Revisión Técnica Vehicular se instituyó como una medida que coadyuvara en la prevención de accidentes de tránsito, al mejorar la seguridad del vehículo y por ende a proteger la vida de los conductores, es imprescindible que la verificación de los parámetros de seguridad vial y su revisión constante, esté ubicada estratégicamente como una responsabilidad del Consejo de Seguridad Vial (Cosevi).



Es necesario que el Consejo de Seguridad Vial como una institución que debe velar por la seguridad vial de los usuarios del sistema de tránsito, tenga dentro de sus facultades regular por medio del establecimiento de normas y estándares los aspectos de seguridad vial y a su vez, verificar que la empresa facultada para su aplicación, lo haga de forma rigurosa y apegado a los criterios establecidos.



Como bien sabemos un accidente de la circulación depende en un alto grado del factor humano, también está científicamente comprobado que el buen estado mecánico de los automotores contribuye a reducir las consecuencias negativas de estos, es por esas razones que los propietarios de los vehículos deben considerar e interiorizar la Revisión Técnica Vehicular, no como una obligación de ley, sino más bien como un imperativo social ciudadano para preservar la salud, en términos de la seguridad vial (reduciendo el riesgo de accidentes como víctimas) y en relación con el ambiente (al lograr contener las emisiones de gases contaminantes producidas por los vehículos de motor), estableciéndose una nueva cultura del mantenimiento preventivo.



Al asignar al Consejo de Seguridad Vial como órgano competente en la tarea de fiscalización de la Revisión Técnica Vehicular, se podrán promover acciones correctivas cuando las circunstancias lo demanden de una manera ágil y oportuna.



b)	PRESCRIPCIÓN DE LAS INFRACCIONES A LA LEY DE TRÁNSITO Y VENCIMIENTOS DE LAS LICENCIAS DE CONDUCIR



En la actualidad, de acuerdo al tenor del artículo 180 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.° 7331, la pena de multa prescribe en dos años.



Por otra parte, el numeral 70 de la misma ley, establece que el período de vigencia de la licencia expedida por primera vez será de dos años; mientras su renovación por cinco.



En una situación muy propia de la idiosincrasia nacional, los infractores a las normas de tránsito tienen pleno conocimiento de situación, por lo que aprovechan el corto plazo de prescripción, sabedores de que antes de ese plazo no se deben apersonar a renovar su licencia de conducir.



Esto ocurriendo en no pocos casos, quedando atrás un arduo esfuerzo y trabajo de control y vigilancia realizado por la Policía de Tránsito, y el cual ha representado un costo social muy elevado; haciendo ineficaz la norma involucrada.



Por esta razón es imprescindible que se amplíe el plazo de la prescripción para así plasmar dos objetivos: 1. evitar esa impunidad; y 2. hacer efectivo el ingreso, que será diseccionado hacia tareas de seguridad vial.

�c)	ESTABLECIMIENTO EN DIECISIETE AÑOS DE EDAD, EL REQUISITO PARA OBTENER EL PERMISO DE APRENDIZ DE CONDUCTOR



En la actualidad se exige la mayoría de edad.  Con la reforma se pretende dar una respuesta a la realidad evidente, cual es la conducción que realizan los adolescentes que ansiosos esperan la mayoría de edad para obtener la acreditación para conducir, sin que exista un respaldo para esa situación.



Bajo una regulación estricta, a la vez se está facilitando que esos potenciales conductores autorizados, dispongan de un espacio de tiempo superior para establecer su pericia en la conducción, el respeto a las normas de tránsito y el conocimiento de las particularidades de la interacción en el tránsito.



d)	SE ELEVA A RANGO DE LEY LA INCORPORACIÓN DEL COMPONENTE DE SEGURIDAD VIAL EN TODA OBRA DE INFRAESTRUCTRUCTURA EN CARRETERA



Si bien mediante el Decreto Ejecutivo N.º 33148-MOPT, se dio un importante paso para establecer e incorporar el componente de seguridad vial en todas las labores de planificación y construcción de obras viales o programas de transportes y su eventual conservación, mantenimiento rutinario, mantenimiento periódico, mejoramiento, y/o rehabilitación, se considera pertinente en este proyecto elevar la obligación a rango de ley.  Con ello se le otorga toda la dimensión que su importancia merece y el carácter vinculante derivado de los objetivos planteados.



De igual forma, se establecen también disposiciones transitorias, para hacer efectivas las distintas disposiciones contenidas en este proyecto.



Por los motivos y razones expuestas se somete al conocimiento y aprobación de los señores y señoras diputadas el presente proyecto de ley, Reforma parcial a la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y normas conexas.

�LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA

DECRETA:



REFORMA PARCIAL DE LA LEY DE TRÁNSITO POR VÍAS PÚBLICAS TERRESTRES, N.º 7331, DE 13 DE ABRIL DE 1993, Y NORMAS CONEXAS





ARTÍCULO 1.-	Adiciónase un artículo 19 bis a la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 19 bis.-		El Ministerio de Obras Públicas y Transportes, mediante el Consejo de Seguridad Vial, cotejará periódicamente el contenido del manual de requisitos o condiciones mecánicas de la revisión técnica vehicular, en los componentes de seguridad, emisiones contaminantes y demás aspectos relevantes para autorizar la conducción de vehículos automotores, con el fin de adaptarlo a las particularidades cambiantes de la materia involucrada y efectuar una eficiente revisión.

Sus recomendaciones serán vinculantes.”



ARTÍCULO 2.-	Refórmase la identificación de la sección V del título II de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Dispositivos de seguridad vial y requisitos mínimos para permitir la circulación de los vehículos”



ARTÍCULO 3.-	Refórmanse los incisos ch), ll), m), y n) del artículo 31 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lean de la siguiente manera:



“Artículo 31.-



[...]



ch)	Los automóviles y los vehículos de transporte exclusivos de estudiantes, (buses, busetas y microbuses) excepto de estudiantes universitarios y los vehículos de carga deberán estar provistos de cinturones de seguridad para todos sus ocupantes.  Los asientos laterales delanteros de los automóviles y vehículos de carga deberán tener tres puntos de apoyo, así como los laterales traseros.  Los cinturones de seguridad de los asientos restantes podrán ser subabdominales.  Los respaldos de los asientos de los vehículos de transporte exclusivo de estudiantes deberán tener un tamaño suficiente para cubrir la cabeza del menor.

El uso del cinturón de seguridad es obligatorio para los menores de edad en los automóviles y en los vehículos de transporte exclusivo de estudiantes.

Para el transporte de menores de cuatro años o de infantes cuyo peso no exceda de veinte kilogramos en cualquier vehículo, debe proveerse una silla de seguridad u otro dispositivo equivalente en términos de seguridad.

[...]

ll)	Los vehículos de más de dos ruedas deben portar dos triángulos reflectantes de seguridad y disponer de cuando menos un chaleco con aditamentos retroflectivos.

m)	Las bicicletas deben llevar, en la parte trasera, un dispositivo que refleje o proyecte la luz. Igualmente, deben llevar dispositivos reflectantes en los radios de las ruedas, así como en su estructura. Desde media hora antes de la hora natural del anochecer y hasta media hora después de la hora natural del amanecer, queda prohibida la circulación de bicicletas, salvo que porten encendido un dispositivo proyector de luz blanca o amarilla; y el ciclista porte un chaleco retroreflectivo.

n)	Los vehículos, públicos o privados, de transporte colectivo de personas y de transporte de carga, así como en remolques y semirremolques, deberán llevar adquiridas cintas de material retroreflectivo, cuyos tipos y características se establecerán mediante reglamento, siguiendo para ello los estándares internacionales y las particularidades propias de la flota vehicular nacional.”



ARTÍCULO 4.-	Adiciónase un inciso y) al artículo 31 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 31.-	Todo vehículo automotor, sus remolques y semirremolques de propiedad privada o de entidades públicas, deben cumplir, obligatoriamente, con los siguientes requisitos mínimos referentes a los dispositivos y a las medidas de seguridad:



[...]

y)	Estar provistos de apoyacabezas para los asientos de todos los ocupantes.”



ARTÍCULO 5.-	Adiciónase un artículo 31 bis a la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 31 bis.-		Los requisitos mínimos referentes a dispositivos y medidas de seguridad definidos en el artículo 31 de esta Ley, podrán ser precisados en su contenido mediante reglamento, en razón de las particularidades impuestas por la naturaleza constructiva, carrocería y demás características de los vehículos involucrados, que se encuentran afectas a variaciones constantes en aspectos técnicos con el paso del tiempo.  Dicha reglamentación deberá respetar los lineamientos generales establecidos en la ley, pero con el objetivo de establecer medidas razonables y técnicamente aplicables a cada tipo de vehículo.”



ARTÍCULO 6.-	Refórmase el artículo 43 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se agregue un párrafo segundo para que lea de la siguiente manera, pasando el actual párrafo segundo a ser el tercero:



“Artículo 43.-	Se faculta al Instituto Nacional de Seguros para clasificar los vehículos, según el tipo de riesgo y para establecer las primas diferenciales para cada uno de ellos.  Para ese efecto, utilizará las bases técnicas, reales y actuariales; además se fundamentará en su propia experiencia, de forma que se garantice el costo de la administración y se garantice también el otorgamiento de las prestaciones en dinero, médico sanitarias y de rehabilitación, así como la solidez financiera del régimen.



Igualmente se faculta al Instituto Nacional de Seguros, para establecer un sistema de penalización y/o incrementos tanto en el seguro obligatorio, como en el voluntario, para aquellos conductores reincidentes en la infracción a esta Ley, en motivos vinculados con conducción temeraria.



El monto de las primas puede ser revisado anualmente por el Instituto Nacional de Seguros; pero este monto debe ser aprobado por la Contraloría General de la República, la cual velará porque su importe no origine excedentes para el Instituto.  No obstante si, a pesar de la revisión contralora, se producen excedentes, se constituirá una reserva acumulativa para hacerle frente a las futuras pérdidas del régimen, de hasta un veinticinco por ciento (25%) de las primas percibidas en el año.



Si el excedente supera ese porcentaje, la cantidad en que se supere se aplicará al ajuste hacia abajo de las primas para el siguiente período.”



ARTÍCULO 7.-	Refórmase el inciso b) del artículo 65 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 65.-	Con la finalidad de obtener el permiso temporal de aprendiz de conductor, el aspirante deberá:

�[...]

b)	Ser mayor de edad.

Podrá igualmente extenderse el permiso a los mayores de diecisiete años.  Al efecto deberá presentarse una solicitud por escrito de sus padres o representante legal.  Se podrá hacer uso del permiso bajo la condición de que el aprendiz deba estar acompañado de una persona mayor de edad, que posea una licencia de conducir del mismo tipo o superior a la que aspira el aprendiz, y que haya sido expedida en una fecha no menor a diez años.  En la solicitud, deberá indicarse un mínimo de cuatro personas que reúnan las anteriores condiciones y que además al momento de plantearse la solicitud, no hayan sido objeto de deducción de más de veinte puntos en su expediente de conductor.”



ARTÍCULO 8.-	Refórmase parcialmente el artículo 68 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera, en lo relativo a las licencias de conducir de clase A:



“Artículo 68.-	Además de lo establecido en el artículo anterior de esta Ley, los solicitantes de la licencia de conductor deben cumplir, previamente a su emisión, con los siguientes requisitos, ante la Dirección General de Educación Vial y de acuerdo con el tipo de licencia solicitada:



Licencias de conducir de clase A:



Tipo A.1:  Autoriza para conducir bicimotos de 50 a 90 cc. y cuadraciclos de 0 a 9 cc.

Requisitos del conductor:  tener trece años cumplidos.

Tipo A.2:  Autoriza para conducir motocicletas de 91 a 125 cc. y cuadraciclos de 95 a 125 cc.  Requisitos del conductor: tener quince años cumplidos.

Tipo A.3:  Autoriza para conducir motocicletas de 126 a 500cc. y cuadraciclos de 126 a 500 cc.  No requiere de condiciones adicionales.

Tipo A.4:  Autoriza para conducir motocicletas de 501 cc. o más y cuadraciclos de más de 500 cc.

No requiere de condiciones adicionales.



Para otorgar las licencias de los tipos A. 1 y A. 2 a personas menores de edad debe contarse con la autorización escrita de alguno de los padres o de su representante legal, además, debe suscribirse una póliza de seguro con el Instituto Nacional de Seguros, por lesiones, muerte y daños a terceros, por el monto que fije la entidad aseguradora, por cobertura.”



ARTÍCULO 9.-	Refórmase el artículo 70 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 70.-	El período de vigencia de la licencia es de dos años, cuando se solicite por primera vez.  Posteriormente se renovará cada cinco años, previo el examen médico de aptitudes físicas y síquicas.



En los casos de los conductores de sesenta y cinco o más años de edad, la licencia para el servicio público o para el equipo especial se renovará cada dos años.



Se suspenderá la licencia si el conductor comete alguna de las infracciones sancionadas con esa pena; o si se pierde el puntaje que se requiere para mantener su vigencia de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 70 bis.”



ARTÍCULO 10.-	Adiciónase un artículo 70 bis y un artículo 70 ter a la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, que se leerán de la siguiente manera:



“Artículo 70 bis.-		Al momento de expedirse una licencia, se le asignará a cada conductor un total de sesenta puntos, con el fin de establecer en lo sucesivo un mecanismo de control de su desempeño.  Lo anterior, para determinar las sanciones correspondientes de constatarse deficiencias derivadas de las infracciones a esta Ley, así como para la ejecución de medidas correctivas dirigidas a la enmienda de su comportamiento.



El número de puntos inicialmente asignado, se verá reducido o descontado de forma automática en virtud de la comisión de las infracciones señaladas en los artículos 129, 130, 131, 132, 133, 134 y 134 bis de esta Ley; una vez que se encuentre en firme en vía administrativa dicha determinación.



La comisión de cualquiera de las infracciones a esta ley, supondrá la pérdida de puntos de acuerdo con las siguientes reglas:



-	La totalidad de puntos, la comisión de alguna de las conductas descritas en el inciso 1) artículo 129-30 puntos, la comisión de alguna de las conductas señaladas en los incisos 2) al 5) del artículo 129.

-	25 puntos, la comisión de alguna de las conductas detalladas en el artículo 130.

-	20 puntos, la comisión de alguna de las conductas detalladas en el artículo 131.

-	15 puntos, la comisión de alguna de las conductas detalladas en el artículo 132.

-	10 puntos, la comisión de alguna de las conductas detalladas en el artículo 133.

-	5 puntos, la comisión de alguna de las conductas detalladas en el artículo 134.

-	3 puntos, la comisión de alguna de las conductas detalladas en el artículo 134 bis.



Los puntos serán descontados en el expediente del conductor en forma automática una vez firme en vía administrativa la imposición de la sanción, quedando constancia del saldo final de puntos.



Si la boleta de citación que motivó la cancelación de la acreditación por pérdida de la totalidad de los puntos asignados y/o disponibles no fue impugnada, el Consejo de Seguridad Vial comunicará esa consecuencia al interesado en el lugar que debió indicar para recibir notificaciones al momento de haber sido levantada la boleta y que se incorporará en el expediente del conductor.  De no haberlo indicado, se tendrá por notificado con el transcurso de veinticuatro horas después de dictada la declaratoria correspondiente.



Esa comunicación será meramente informativa y no tendrá recurso alguno en vía administrativa.



El Consejo de Seguridad Vial adoptará las medidas oportunas para facilitar a los titulares de licencias, el acceso a su saldo de puntos, mediante la existencia de un expediente por cada conductor autorizado para la operación de los vehículos automotores definidos en esta Ley, en el que se contabilizarán los puntos de manera precisa y actualizada.”



“Artículo 70 ter.-	Si el conductor, ya sea por la comisión de alguna de las conductas tipificadas en el inciso 1) del artículo 129 de esta Ley que tiene como efecto necesario la suspensión de la licencia de conducir; o como consecuencia de lo señalado en el artículo 70 pierde la totalidad de puntos que tiene asignados y/o disponibles, se le suspenderá la licencia en la primera ocasión por el término de dos años.



Si el conductor pierde por segunda vez la totalidad de los puntos asignados y/o disponibles una vez que había sido nuevamente habilitado, la suspensión será de cuatro años.



De producirse una nueva pérdida de los puntos, la suspensión será de diez años.



El conductor podrá obtener nuevamente la acreditación para conducir en todos los casos anteriores, una vez que hayan transcurridos los plazos de suspensión ya señalados, y que haya aprobado un curso de sensibilización y reeducación vial.  La nueva acreditación comportará una asignación base de cincuenta puntos.



De haberse producido una segunda suspensión de la licencia, la acreditación para conducir iniciará con cuarenta puntos; y de tratarse de una tercera ocasión, la acreditación base será de treinta puntos.



En el caso de la suspensión por un año definida en el artículo 135 de esta Ley, cumplida la suspensión el conductor tendrá su nueva acreditación con el saldo de puntos disponible luego de aplicada la suspensión por la comisión de la conducta que originó dicha decisión.



El contenido, duración y demás requisitos de los cursos, así como el sistema de pruebas de aprovechamiento, se determinará reglamentariamente. Los cursos serán impartidos por Educación Vial, pero podrán ser rendidos también por empresas físicas o jurídicas debidamente acreditadas.



A los prestatarios del servicio que no cumplan con las responsabilidades establecidas en su acreditación, les será cancelada la misma.



Quienes mantengan la totalidad de los puntos al no haber sido sancionados en firme en vía administrativa por infracciones a esta Ley desde el momento en que se les otorgó la licencia, recibirán como bonificación diez puntos durante los tres primeros años de vigencia; y después del tercer año, cinco puntos por cada año en que haya mantenido dicha conducta de manera continua.”



ARTÍCULO 11.-	Refórmase el artículo 79 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 79.-	Los usuarios de las vías públicas deben conducirse de manera que no obstruyan la circulación ni pongan en peligro la seguridad de los vehículos o de las demás personas.  Asimismo, los conductores deberán evitar las situaciones que impidan la libre circulación del tránsito, por lo cual aplicarán el manejo defensivo y mantendrán una constante precaución y consideración mutua hacia los peatones y los demás conductores.



Los conductores deberán velar por la integridad física y la seguridad de su persona y la de los pasajeros como responsable del vehículo, por lo que deberán utilizar el cinturón de seguridad y exigir que lo usen los pasajeros del vehículo que conducen.  El conductor que sin causa de justificación valedera no utilice el cinturón de seguridad o conduzca un vehículo en el cual alguno de los pasajeros no lo use también sin dicha causa para ambos, será sancionado conforme lo señala esta Ley.  También estarán obligados a que de transportar menores de cuatro años o de infantes cuyo peso no exceda de veinte kilogramos en cualquier vehículo, se utilice una silla de seguridad u otro dispositivo equivalente en términos de seguridad.”



ARTÍCULO 12.-	Refórmase el artículo 82 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 82.-	Los límites de velocidad para la circulación de los vehículos serán fijados por la Dirección General de Ingeniería de Tránsito, previo estudio técnico, de acuerdo con el tipo y las condiciones de la vía. Esos límites, tanto en el mínimo como en el máximo, rigen desde la colocación de los rótulos o las demarcaciones que indiquen esas velocidades, los cuales deben estar instalados, convenientemente, en las carreteras.  En cuanto a la velocidad, rigen las siguientes disposiciones:



a)	Se prohíbe circular a una velocidad superior al límite máximo o inferior a la establecida en los límites fijados por la Dirección General de Ingeniería de Tránsito, tomando en cuenta las condiciones de la vía y bajo las reglas indicadas en los incisos sucesivos.

b)	En las autopistas y en las zonas urbanas, la velocidad mínima se establece en cuarenta kilómetros por hora y la velocidad máxima, en ciento diez kilómetros por hora; cuando las condiciones lo permitan.

c)	En las zonas urbanas, la velocidad no podrá superar en veinte kilómetros por hora, la velocidad máxima de cuarenta kilómetros por hora establecida para esas zonas.  En los demás casos, donde en la zona la velocidad máxima se encuentre claramente establecida, la misma no podrá ser superada en treinta kilómetros por hora.

d)	Al pasar frente a la entrada y salida de los planteles educativos, hospitales, clínicas y lugares donde se lleven a cabo actividades o espectáculos deportivos, religiosos, sociales, culturales u otros de interés público, se prohíbe circular a una velocidad mayor de veinticinco kilómetros por hora, cuando se estén desarrollando actividades en esos lugares.

e)	Se prohíbe circular en cualquier tramo de carretera a menos de la velocidad mínima establecida, de manera que límite o retrase la libre circulación del resto de automotores; salvo en las ocasiones en que, por razones naturales o artificiales, se dificulte la conducción, o en el caso de cortejos fúnebres.”



ARTÍCULO 13.-	Refórmase el artículo 99 inciso c) de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que la referencia al inciso i) del artículo 130, se lea en adelante inciso 2) del artículo 130 de esta Ley.



ARTÍCULO 14.-	Adiciónase un inciso d) al artículo 103 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, que se leerá de la siguiente manera:



“Artículo 103.-	Los conductores de motocicletas, bicimotos y cuadraciclos deben:



[...]

d)	Desde media hora antes de la hora natural del anochecer y hasta media hora después de la hora natural del amanecer, portar un chaleco retroreflectivo.”



ARTÍCULO 15.-	Refórmase el artículo 106 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lean de la siguiente manera:



“Artículo 106.-	Se considera conductor temerario a la persona que conduzca un vehículo en cualquiera de las condiciones siguientes:



a)	En estado de ebriedad, de conformidad con lo establecido en el inciso c) del artículo 107 de esta Ley.

b)	Bajo los efectos de drogas o sustancias enervantes o depresoras del sistema nervioso central, de acuerdo con las definiciones que al respecto haya establecido el Ministerio de Salud.

c)	En carreteras de dos carriles con sentidos de vía contraria, operando su vehículo rebasando a otro en curva horizontal, a partir del momento en que de inicio el trazado en la carretera con esa característica; salvo en el caso que el señalamiento vial lo permita expresamente.

ch)	En zonas urbanas, superando en veinte kilómetros por hora, la velocidad máxima de cuarenta kilómetros por hora establecida para esas zonas.

d)	Circulando a una velocidad mayor de veinticinco kilómetros por hora, al pasar frente a la entrada y salida de los planteles educativos, hospitales, clínicas y lugares donde se lleven a cabo actividades o espectáculos deportivos, religiosos, sociales, culturales u otros de interés público, cuando se estén desarrollando actividades en esos lugares.

e)	Superando en treinta kilómetros, cualquier otra velocidad máxima cuando esté claramente establecida.

f)	Participe en la vía pública, en concursos de velocidad o “piques”, ya sea contra otro vehículo, contra reloj u otra modalidad de medir el tiempo.  Esta disposición no alcanza los casos en que la actividad es con un tiempo preestablecido, en una ruta de más de diez kilómetros y que los vehículos no excedan los límites de velocidad oficialmente establecidos en cada tramo.

En éste último caso, se debe contar con la autorización escrita de la Dirección General de Ingeniería de Tránsito; lo mismo se aplicará en el caso de competencias ciclísticas.”



ARTÍCULO 16.-	Refórmase el artículo 114 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 114.-	Se prohíbe a todos los conductores utilizar teléfonos móviles y cualquier otro medio o sistema de comunicación mientras conducen los vehículos; salvo que el desarrollo de la comunicación se realice sin emplear las manos, utilizando auriculares o instrumentos similares.  También se les prohíbe ocupar sus manos en otras actividades distintas de las que demanda la conducción de vehículos, llevar entre sus brazos a alguna persona, objeto o animal que dificulte la conducción.



Quedan exentos de esta prohibición, las autoridades y prestatarios de servicios de emergencia, en el ejercicio de las funciones que tengan encomendadas.”



ARTÍCULO 17.-	Refórmase el artículo 129 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 129.-	Se impondrá una multa de un ciento cuarenta por ciento de un salario base mensual del “oficinista 1”, que aparece en la relación de puestos de la Ley del Presupuesto Ordinario de la República, conforme a la Ley N.º 7337, sin perjuicio de la imposición de sanciones conexas:



1)	Al que conduzca en forma temeraria, de conformidad con las conductas tipificadas en los incisos a), b), c) y f) del artículo 106 de esta Ley (en su orden conducir en estado de ebriedad o bajo los efectos de drogas o sustancias enervantes o depresoras del sistema nervioso central; en carreteras de dos carriles con sentidos de vía contraria, operando su vehículo rebasando a otro en curva horizontal; participación en la vía pública en los denominados piques).

2)	Al que conduzca sin haber obtenido la licencia de conducir de la clase y tipo respectivos o el permiso temporal de aprendizaje cuando fuere necesario, o en su defecto al que porte el permiso y no se haga acompañar por un instructor que posea una licencia de conductor del mismo tipo a la que aspira el aprendiz.

3)	Al conductor que se dedique a prestar el servicio de transporte público, en cualquiera de sus modalidades, sin contar con las respectivas autorizaciones, en violación de lo dispuesto en el inciso a), numeral 1 o en el inciso b), numeral 1, ambos del artículo 97 y del artículo 112 de esta Ley.  (normas que establecen los requisitos para la prestación del servicio público de transporte en las modalidades de microbús, buses, autobús y taxi)

4)	Al que conduzca con la licencia suspendida por las causales señaladas en esta Ley.

5)	Al conductor que dé o prometa al oficial de tránsito una dádiva o ventaja indebida, para que no sea objeto del levantamiento de una boleta de citación por infracción a esta Ley.  La acreditación en firme de esta sanción, constituirá título ejecutivo.”



ARTÍCULO 18.-	Refórmase el artículo 130 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera: 



“Artículo 130.-	Se impondrá una multa de un salario base mensual del “oficinista 1”, que aparece en la relación de puestos de la Ley del Presupuesto Ordinario de la República, conforme a la Ley N.º 7337, sin perjuicio de la imposición de sanciones conexas:



1)	Al que conduzca en forma temeraria, de conformidad con las conductas tipificadas en los incisos d) y e) del  artículo 106 de esta Ley (en su orden, circulación a una velocidad superior a los veinticinco kilómetros por hora a la entrada y salida de los lugares públicos señalados en dicha norma; y conduciendo sobre treinta kilómetros por hora en tramos donde esté definida una velocidad máxima, cuya infracción no esté agravada especialmente en otra norma) 

2)	Al conductor de todo vehículo cuando en contravención de lo establecido en el párrafo segundo del artículo 79 de esta Ley, permita que los pasajeros no utilicen el cinturón de seguridad o no lo empleen correctamente, y estos se traten de menores de edad.

3)	Al conductor de vehículos tipo grúa que viole las disposiciones del artículo 99 de esta Ley (dicha norma establece los requisitos que deben cumplirse para acceder a la prestación de dicho servicio).  En caso de reincidencia en un plazo de dos años, en lo que al cobro de tarifa se refiere, la multa se incrementará en un cinco por ciento.

4)	Al propietario que facilite o preste la placa o las placas del vehículo, para que se utilicen en otro vehículo o darles un uso no autorizado; así como al conductor que opere el automotor en esas condiciones.

5)	A quien conduzca un vehículo sin justificación alguna sin portar las placas reglamentarias.

6)	A los conductores de los vehículos de transporte de materiales peligrosos que violen las disposiciones del artículo 101 de la presente Ley.

7)	A la persona que cierre una vía o le dé los usos indebidos que señala el artículo 125 de esta Ley (construcción de tramos o puestos con motivo de festejos populares o similares; empleo como lugar permanente de reparación de vehículos; construcción de obras públicas y privadas en el derecho de vía sin condiciones de seguridad; actividades para las cuales no ha sido diseñada la vía).

8)	A la persona, física o jurídica, que realice trabajos en las vías públicas, en contravención de lo dispuesto en el artículo 206 de esta Ley (norma que exige la solicitud a la Dirección General de Ingeniería de Tránsito, la instalación de señales dirigidas a evitar accidentes; y la colación de materiales de construcción fuera de las vías públicas).

9)	A quien conduzca un vehículo que se encuentre sin estar al día en el pago de los derechos de circulación o del seguro obligatorio de vehículos.”



ARTÍCULO 19.-	Refórmase el artículo 131 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 131.-	Se impondrá una multa de un noventa y cinco por ciento de un salario base mensual del ‘oficinista 1’, que aparece en la relación de puestos de la Ley del Presupuesto Ordinario de la República, conforme a la Ley N.º 7337, sin perjuicio de la imposición de sanciones conexas:



1)	A quien conduzca un vehículo en estado de preebriedad, de acuerdo con los parámetros establecidos en el inciso b) del artículo 107 de esta Ley.  (la preebriedad se define como la concentración de alcohol en sangre igual o mayor a cincuenta miligramos por cada cien mililitros de sangre, pero menor que cien)

2)	Al conductor que vire en ‘U’, en contravención de lo dispuesto en el artículo 118 de esta ley (norma que establece la prohibición en concreto).

3)	Al conductor que irrespete la señal de alto de la luz roja de un semáforo, excepto cuando vire a la derecha, según lo estipulado en el inciso a) del artículo 89 de esta Ley (norma que define como proceder ante el control de la vía establecido mediante semáforos al momento en que la luz se encuentre en rojo).

4)	Al conductor de un vehículo que al virar en una intersección de las vías públicas, no ceda el paso a los peatones que se encuentran en la calzada, como se dispone en el artículo 89, incisos b) y ch) de esta Ley (normas que establecen la prioridad en el paso a los peatones, en intersección controlada por semáforos o señal de alto).

5)	Al que conduzca en forma temeraria, de conformidad con la conducta tipificada en el inciso ch) del artículo 106 de esta Ley (norma que prohíbe que en zonas urbanas, se supere en veinte kilómetros por hora, la velocidad máxima de cuarenta kilómetros por hora establecida para las mismas).

6)	A quien conduzca un vehículo que, se encuentre alterado o modificado en el motor, en los sistemas de inyección o carburación o en los sistemas de control de emisiones que disminuyen la contaminación ambiental, o al que viole lo dispuesto en el inciso x) del artículo 31, los incisos a), b) y c) del artículo 34, los incisos a), b), c) y d) del artículo 35 y el artículo 121 de la presente ley (normas que establecen la obligatoriedad de disponer de un sistema de control de emisiones, los límites de emisión de gases permitidos; así como los niveles máximos de ruido permitidos en la emisión de los escapes).

7)	Al conductor de todo vehículo cuando en contravención de lo establecido en el párrafo segundo del artículo 79 de esta Ley, no use el cinturón de seguridad o cuando permita que los pasajeros no lo utilicen o no lo empleen correctamente; salvo que exista algún motivo justificante vinculado con la salud.

8)	A quien irrespete las señales de tránsito fijas, incluyendo los límites de velocidad o las indicaciones de la autoridad de tránsito, en contravención de los artículos 78, 82 y 115 de esta Ley (normas que establecen los deberes de acatar las indicaciones verbales o escritas de las autoridades de tránsito, el señalamiento vertical y horizontal, incluido el que comprende los límites de velocidad; la prohibición de pasar por sobre las islas canalizadoras o circular por el carril izquierdo de la carretera demarcada con línea continua en el centro). Se exceptúan los casos considerados en el artículo 106 de esta Ley, que se resolverán de acuerdo con lo que determina dicho numeral (en lo relativo a los límites de velocidad).

9)	Al conductor que circule un vehículo sin los dispositivos reflectantes, indicados en el inciso n) del artículo 31 de esta Ley (norma que define la obligatoriedad de portar esos dispositivos).

10)	Al conductor que rebase por el lado derecho, en carreteras de dos carriles con sentidos de vía contraria, sin que medie una razón de fuerza mayor para ejecutar la maniobra.

11)	Al conductor que infrinja lo estipulado en el artículo 114 de esta Ley (norma que regula el uso indebido de celular o dispositivos similares).

12)	A quien conduzca en contravención de lo que establece el artículo 84 de esta Ley (Infracción del deber de conducir por el carril derecho).

13)	Al conductor que incumpla las disposiciones establecidas en los artículos 86, 87 y 88 de esta Ley, en relación con el uso de las luces del vehículo (normas relativas al uso de las luces en las maniobras; uso de las luces en la noche; de la luz alta y de la luz baja).

14)	Al que conduzca un vehículo de transporte público, en contravención de lo señalado en el artículo 124 (que establece el número máximo de pasajeros autorizados y la manera de ser transportados) y no respetando los requisitos exigidos en los incisos c), q) numeral 1, v) y w) del artículo 31 de esta Ley (volante en el lado izquierdo, disposición de puerta de emergencia; puertas de entrada y salida habilitadas).  El oficial actuante procederá con lo que se establece en el artículo 144, a su inmovilización.

15)	Al conductor que use una vía para otros fines distintos al que está destinada o al que utilice el vehículo con otro objeto que no sea el autorizado.

16)	Al conductor de un vehículo de tránsito lento que infrinja las disposiciones del artículo 96 de la presente Ley (norma que prohíbe la circulación a una velocidad tan baja que entorpezca la libre circulación; que exige el ceder el paso a los vehículos más rápidos; que prohíbe la circulación continua de dichos automotores de modo que no posibiliten el que sean rebasados; o que obliga a aparcarse para permitir la circulación de los vehículos que le siguen en carreteras de dos carriles en ambos sentidos, donde la maniobra de rebase sea difícil).

17)	Al conductor que circule un vehículo en una playa, en contravención de lo dispuesto en el artículo 127 de esta Ley (norma que regula la circulación de los vehículos de playa).

18)	A la persona que viole las disposiciones sobre rótulos, con fines publicitarios, que señala el artículo 205 de esta Ley (norma que solo autoriza la colocación de dichos rótulos fuera del derecho de vía).

19)	Al conductor que transporte basura, escombros o desechos en un vehículo de cualquier naturaleza y los arroje en la vía pública o en los derechos de vía, así como cualquier objeto que ponga en peligro la seguridad vial y el medio ambiente o altere el uso u ornato en las vías públicas y sus alrededores.

20)	Al conductor de taxi que se le compruebe haber cometido abusos en el cobro de la tarifa reglamentaria.

21)	Al conductor que se detenga en medio de una intersección y obstruya la circulación, en contravención al artículo 120 de esta Ley (norma que establece la prohibición de avanzar si debido al congestionamiento no podrá continuar la maniobra).

22)	Al conductor o propietario que mantenga un vehículo en la vía pública, en violación de lo dispuesto en el artículo 126 de la presente Ley (norma que prohíbe la permanencia de un vehículo en la vía pública aún con motivo de averías por un plazo mayor a las cuarenta y ocho horas y sin las seguridades del caso).



ARTÍCULO 20.-	Refórmase el artículo 132 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 132.-	Se impondrá una multa de un cincuenta por ciento de un salario base mensual del ‘oficinista 1’, que aparece en la relación de puestos de la Ley del Presupuesto Ordinario de la República, conforme a la Ley N.º 7337, sin perjuicio de la imposición de sanciones conexas:



1)	Al conductor que rebase en contravención de lo dispuesto en el artículo 93 de esta Ley.  (norma que establece la forma de realizar la maniobra de adelantamiento).  Igualmente, al conductor que impida o dificulte el rebase de otro vehículo.

2)	Al propietario de un vehículo de transporte público de cualquier modalidad, que preste el servicio, sin que reúna alguna de las condiciones establecidas en el artículo 30 (identificación de los vehículos destinados al “servicio especial”) y en los incisos ch), h), i), j), ll), p), q) numeral 2, t) y u) del artículo 31 de esta Ley.  (provisión de cinturones, luces delanteras y traseras, direccionales, triángulos, extintor, rotulación exigida por el Consejo de Transporte Público; y sistema de frenos seguro)

3)	A quien viole la preferencia de paso, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 89, 90, 91 y 92 de esta Ley.  (normas que definen las maniobras autorizadas al aproximarse a una intersección de vías donde no hay prioridad de paso; la prioridad de paso respecto de los demás vehículos; la maniobra en las rotondas y el uso del carril central de giro a la izquierda)

4)	Al conductor cuyo vehículo lleve un exceso de pasajeros, en contravención de las disposiciones del numeral 2, inciso a) del artículo 97 y del artículo 123 de esta Ley.  (normas que definen la capacidad máxima de pasajeros y la prohibición de utilización del vehículo para fin distinto al de su naturaleza)

5)	Al conductor que altere, pretenda alterar, no utilice o no porte el taxímetro exigido a los vehículos de modalidad taxi, en el numeral 5, inciso q) del artículo 31 de esta Ley.  (norma que exige tal dispositivo)

6)	Al conductor que circule un vehículo sin parabrisas o con la visibilidad obstruida, de acuerdo con el artículo 113 de esta Ley. (norma que prohíbe la colocación de materiales opacos que obstruyan la visibilidad en parabrisas o ventanillas)

7)	Al conductor que incurra en las prohibiciones contenidas en el artículo 122 de esta Ley.  (sobre el uso de la bocina u otros dispositivos sonoros)

8)	A los conductores de los vehículos de carga que violen las disposiciones del artículo 100 de esta Ley.  (norma que regula la forma de transportar la carga, la sujeción a horarios, portación de permisos, etc.)

9)	Al conductor que circule con vehículos para competencia de velocidad, en contravención de lo dispuesto en el artículo 109 de esta Ley.  (prohibición extensiva a las vías públicas, si no reúnen los requisitos de los vehículos de uso corriente)

10)	Al conductor de un vehículo de transporte de carga limitada (taxi carga) que viole las disposiciones del artículo 98 de la presente Ley.

11)	Al conductor de bicimotos, triciclos, cuadraciclos o motocicleta que viole las disposiciones del artículo 103 de esta ley.  (norma que exige la portación de casco, uso de chaleco reflectivo, prohibición de sujetarse a otro vehículo en marcha y de llevar objetos que dificulten las maniobras)

12)	A la persona que dañe, altere o les dé un uso no autorizado a las señales de tránsito, en violación de lo dispuesto en el artículo 116 de esta Ley.

13)	A la persona que desacate la prohibición establecida en el artículo 117 de esta Ley.  (relativa a la siembra de árboles o instalación de cualquier objeto que entorpezca la lectura de las señales de tránsito, la circulación de los vehículos o la visibilidad). Además de pagar la multa respectiva, el infractor deberá quitar todo obstáculo que entorpezca la lectura de las señales de tránsito, así como la circulación de los vehículos o la visibilidad de las vías.

14)	A quien se estacione en contra de lo dispuesto en el artículo 95 de esta Ley.  (norma que regula la forma de efectuar la maniobra del estacionamiento)

15)	Al conductor que evada el pago de las tasas de peaje en las respectivas estaciones, o al conductor que no presente el comprobante de pago, cuando la autoridad de tránsito se lo solicite, en la carretera en la que se encuentra la estación de peaje.  La presentación del comprobante de pago se realizará en el tanto no exista un control de pago de peaje automático o este no esté funcionando.

16)	A quien utilice sirenas o señales rotativas luminosas sin cumplir con lo dispuesto en el artículo 32 de esta Ley.  (norma que regula el cumplimiento de los requisitos señalados por el Consejo de Transporte Público).”



ARTÍCULO 21.-	Refórmase el artículo 133 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 133.-	Se impondrá una multa de un cuarenta por ciento (40%) de un salario base mensual del ‘oficinista 1’, que aparece en la relación de puestos de la Ley del Presupuesto Ordinario de la República, conforme a la Ley N.º 7337, sin perjuicio de la imposición de sanciones conexas:



1)	A quien circule con un vehículo que haya sufrido modificaciones en sus características básicas registradas, sin haber informado previamente sobre ellas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 de esta Ley.  (norma que obliga a la comunicación por parte de talleres y propietarios de vehículos, sobre el cambio de características)

2)	Al conductor de un vehículo que, al iniciar su marcha o al estar en movimiento, intercepte el paso de otros vehículos con derecho a la vía, aun cuando haya hecho las señales preventivas y reglamentarias, pero sin dar tiempo a que los conductores de estos se adelanten o cedan el paso.

3)	A quien, conduzca un vehículo que, habiendo pagado los derechos de circulación vigentes, circule sin las placas reglamentarias debidamente colocadas en los sitios al efecto dispuestos.

4)	A quien ponga un vehículo de transporte público, de cualquier modalidad, a prestar servicio, sin que reúna alguna de las condiciones establecidas en los incisos a), b), d), e), f), g), k), l), ñ), o), q) numerales 3 y 4, r) y s) del artículo 31 de esta Ley.  (provisión de bocina, indicador de velocidad, espejos retrovisores, porcentaje de transparencia de vidrios de las ventanas, provisión de limpiadores o escobillas, transparencia o polarización de fábrica de los parabrisas, colocación de luces de neblina, proyector de luz blanca, luces de retroceso, dispositivos de parachoques, botiquín de primeros auxilios, dispositivos de señal de parada, requisitos respecto a las llantas y provisión de silenciador de escape)

5)	Al propietario o conductor de un vehículo que no cumpla con alguna de las disposiciones del artículo 31 y con el artículo 124 de esta Ley, siempre que no sea un vehículo de transporte público. (normas relativas a los requisitos para la circulación de los vehículos y al número máximo de pasajeros que deben estar permitidos en los vehículos que no sean de transporte público)

6)	A quien conduzca un vehículo con la licencia de conducir vencida, según lo establecido en el artículo 70 de esta Ley.  (norma que establece el plazo de vigencia de las licencias)

7)	A quien, con licencia extranjera, circule por más de tres meses, sin obtener la licencia nacional, en contravención del artículo 74 de la presente Ley.  (norma que establece los requisitos para el empleo de la licencia obtenida en el extranjero y su validación)

8)	Al conductor que no cumpla con las disposiciones que se establecen en el artículo 85 de esta Ley, sobre la distancia que debe guardar respecto del vehículo que va adelante.  (para la detención oportuna)

9)	Al conductor que circule en retroceso, sin cumplir con lo dispuesto en el artículo 94 de esta Ley.  (norma que solo admite dicha maniobra en casos excepcionales y en tramos no mayores de cincuenta metros).”



ARTÍCULO 22.-	Refórmase el artículo 134 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 134.-	Se impondrá una multa de un veinticinco por ciento (25%) de un salario base mensual del ‘oficinista 1’, que aparece en la relación de puestos de la Ley del Presupuesto Ordinario de la República, conforme a la Ley N.º 7337, sin perjuicio de la imposición de sanciones conexas:



1)	A quien conduzca un vehículo sin portar la respectiva licencia de conducir, cuando esté inscrito como conductor.

2)	Al conductor de un vehículo de transporte público que traslade a las personas u objetos en contravención del artículo 80 de esta Ley.  (norma que prohíbe el ingreso de personas como pasajeros bajo ciertas circunstancias; así como de objetos voluminosos, de materiales explosivos o animales)

3)	Al peatón que transite o cruce las vías, en contravención de lo dispuesto en el artículo 105 de esta Ley.

4)	Al que maneje un vehículo automotor, sin portar los documentos a los que se refiere el artículo 4, incisos b) y ch) de esta Ley; y a quien desacate la prohibición del artículo 110 de esta Ley (tarjeta de derechos de circulación, marchamos o permiso de circulación según sea el caso).

5)	Al propietario del vehículo de transporte público, de cualquier modalidad, que preste servicio sin que reúna alguna de las condiciones establecidas en los incisos a), b), d), e), f), g), k), l), m), ñ), o), r) y s) del artículo 31 de esta Ley.

6)	Al conductor, al ayudante o al cobrador de los vehículos de transporte público que maltrate de palabra o de hecho a los usuarios.”



ARTÍCULO 23.-	Adiciónase un artículo 134 bis a la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 134 bis.-	Se impondrá una multa de un cinco por ciento (5%) de un salario base mensual del ‘oficinista 1’, que aparece en la relación de puestos de la Ley del Presupuesto Ordinario de la República, conforme a la Ley N.º 7337, sin perjuicio de la imposición de sanciones conexas:



1)	Al que conduzca un vehículo sin haber cumplido con la orden de revisión técnica, cuando se requiera para ello, según lo dispuesto en el artículo 21 de esta Ley.  (norma que establece la obligatoriedad periódica de la realización de la revisión técnica)

2)	Al conductor que preste servicio de transporte público, en violación de lo dispuesto en el artículo 97, excepto en los casos del inciso a), numerales 1) y 2) y del inciso b), numerales 1) y 3) de la presente Ley.

3)	A los conductores de vehículos con altoparlantes que violen las disposiciones del artículo 102 de esta Ley.  (norma que exige el permiso correspondiente, su prohibición de uso entre las dieciocho y siete horas; y cien metros antes y después de clínicas y hospitales; o centros de enseñanza mientras se desarrollan sus actividades habituales)

4)	Al ciclista que viole las disposiciones del artículo 104 de la presente Ley.  (norma que establece su espacio de circulación, forma de efectuar maniobras de adelantamiento, prohibición de circular en carreteras cuya velocidad sea igual o mayor a ochenta kilómetros, prohibición de llevar más de dos pasajeros salvo que estén acondicionadas, prohibición de circular por aceras, prohibición de sujetarse a otro vehículo; prohibición de circulación en vías públicas de menores de diez años de edad sin la compañía de menores de 15 años; prohibición de su aprendizaje en vías públicas)

5)	A quien desacate la prohibición del artículo 110 de esta Ley. (prohibición de circulación de patinetas o de otros aparatos autopropulsados no autorizados por ley)

6)	Al conductor que se dedique a prestar el servicio de transporte público, que permita pasajeros de pie, excediendo los límites establecidos en la tarjeta de tarifa y capacidad del Consejo de Transporte Público.”



ARTÍCULO 24.-	Refórmase el artículo 135 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 135.-	Se suspenderá por dos años la licencia de conducir, si el conductor opera el vehículo en forma temeraria, de conformidad con las conductas tipificadas en los incisos a), b), c) y f) del artículo 106 de esta Ley.  (en su orden conducir en estado de ebriedad o bajo los efectos de drogas o sustancias enervantes o depresoras del sistema nervioso central; en carreteras de dos carriles con sentidos de vía contraria, operando su vehículo rebasando a otro en curva horizontal; participación en la vía pública en los denominados piques).

La segunda vez en que se incurra en dicha conducta, la suspensión será de cuatro años; y de producirse una nueva conducta del orden descrito, la suspensión será de diez años.



	Se suspenderá por un año la licencia, a quien reincida en los hechos que se tipifican de la siguiente manera:



1.-	Conducción en estado de preebriedad.

2.-	Irrespeto a la señal de alto en la luz roja de un semáforo.

3.-	Adelantamiento por el lado derecho de la carretera, en condiciones en que no se encuentra autorizado.

4.-	Irrespeto de la prioridad en el paso de los peatones.

5.-	La conducción a una velocidad mayor a los veinticinco kilómetros por hora, al pasar frente a la entrada y salida de los planteles educativos, hospitales, clínicas y lugares donde se lleven a cabo actividades o espectáculos deportivos, religiosos, sociales, culturales u otros de interés público, mientras se estén desarrollando cualquiera de esas actividades.



De reincidirse en esas conductas, se estará a lo que derive del sistema de puntos.”



ARTÍCULO 25.-	Refórmase la numeración del actual artículo 137 a la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que en adelante se lea artículo 136.



ARTÍCULO 26.-	Refórmase el artículo 137 bis de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, así como su numeración, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 137.-	Sin perjuicio de las sanciones establecidas en la presente Ley, para la conducción temeraria y de la posibilidad de retirar de la circulación los vehículos e inmovilizarlos, como medida cautelar, los inspectores de tránsito deberán retirar administrativamente la licencia de conducir o el permiso temporal de aprendizaje, a quien conduzca en estado de ebriedad (inciso a) del artículo 106 de la presente Ley).  Este documento será puesto a la orden del Consejo de Seguridad Vial, mediante su envío dentro del día hábil siguiente.  El conductor solamente podrá recuperar el documento cumpliendo los requisitos establecidos en el artículo 154 bis de esta Ley.”



ARTÍCULO 27.-	Refórmase el párrafo primero del artículo 138 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 138.-	Los oficiales de tránsito pueden retirar de la circulación los vehículos o sus placas, ante las siguientes infracciones cometidas por sus conductores:



[...]”



ARTÍCULO 28.-	Refórmase el artículo 139 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 139.-	Cuando proceda el retiro de la circulación de un vehículo, este será llevado a los lugares destinados para esos efectos.  Sin embargo si el vehículo ha sido declarado como de pérdida total por la entidad aseguradora, el oficial de tránsito que conozca la situación, podrá retirarle las placas, las cuales remitirá a la Unidad de Placas del Consejo de Seguridad Vial.



Los vehículos retirados de la circulación sólo serán devueltos por el Consejo de Seguridad Vial, cuando se hayan pagado los siguientes conceptos:



a)	Las multas de tránsito aplicadas al momento del retiro del automotor y las que se encontraren pendientes de pago según los asientos de las licencias del conductor infractor y del propietario del vehículo.

b)	Los costos por acarreo y custodia del vehículo en el depósito; salvo que haya mediado apelación y los cargos hubieren sido desvirtuados, caso en el cual de inmediato se ordenará la devolución del vehículo.”



ARTÍCULO 29.-	Refórmase el artículo 140 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 140.-	El retiro de circulación de un vehículo o sus placas se efectuará en los siguientes casos:



a)	Cuando el conductor incurra en conducción temeraria, según lo establecido en los incisos a) y b) el artículo 106 de esta Ley (conducción bajo los efectos del licor o de otras drogas con iguales efectos).

b)	Cuando los vehículos sean conducidos por las vías públicas sin estar inscritos en el Registro Nacional.

c)	Cuando no se hayan pagado los correspondientes derechos de circulación o el seguro obligatorio de vehículos automotores, en contravención de lo dispuesto en los artículos 40 y 42 de esta Ley. (normas que establecen la obligatoriedad del seguro obligatorio)

d)	Cuando los vehículos sean conducidos por quien tenga su licencia suspendida cualquiera que sea su tipo.  Para estos efectos se deberá considerar lo establecido en el artículo 137 de esta Ley.

e)	Cuando los vehículos obstruyan las vías públicas, el tránsito de los vehículos y personas, las aceras o permanezcan estacionados frente a paradas de servicio público, rampas para personas discapacitadas, hidrantes, salidas o entradas de emergencia, entradas a garajes y estacionamientos públicos y privados.  Sin perjuicio de lo que se establece en el inciso h) del artículo 144 de la presente Ley (norma que prevé la posibilidad de la inmovilización del vehículo), el retiro de la circulación de los vehículos ante las anteriores circunstancias, procederá solo si el conductor no está presente o cuando este se niegue a movilizarlo.

f)	Cuando el conductor esté físicamente incapacitado para conducir o cuando concurra alguna otra circunstancia razonable que le impida al conductor llevarlo hasta el lugar de detención.

g)	Cuando las condiciones mecánicas del vehículo le impidan circular.

h)	Cuando las autoridades de tránsito, por medio de inspección ocular, detecten desperfectos mecánicos y/o estructurales en las unidades de transporte público de personas, en cualquiera de sus modalidades, que hagan presumir un potencial peligro a la vida o la integridad física de las personas.



El Ministerio de obras Públicas y Transportes y el Consejo de Seguridad Vial quedan facultado para contratar acorde con lo dispuesto en la Ley de Contratación Administrativa, los servicios de acarreo de vehículos y de inmuebles para el depósito y custodia de los vehículos detenidos.



El propietario del vehículo o interesado deberá pagar por cada kilómetro recorrido hasta el respectivo depósito de vehículos, la suma equivalente de un ciento cincuenta por ciento (150%) del salario base mensual vigente de un oficinista 1 del Poder Judicial, de acuerdo con la relación de puestos de ese Poder y según lo establecido en el artículo 2 de la Ley N.º 7337, de 5 de mayo de 1993.



	Por cada día que permanezca el vehículo en el depósito, el propietario o interesado deberá pagar la suma equivalente a un doscientos por ciento (200%) del salario base mensual vigente de un oficinista 1 del Poder Judicial, de acuerdo con la relación de puestos de ese Poder y según lo establecido en el artículo 2 de la Ley N.º 7337, de 5 de mayo de 1993.

�Si la recaudación de los mencionados montos produjeren excedentes, serán empleados estos en el acondicionamiento, mejoras y adquisición de equipos e inmuebles destinados para el depósito y custodia de los vehículos detenidos.”



ARTÍCULO 30.-	Refórmase el artículo 143 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 143.-	Cuando no se gestione la devolución de un vehículo que se encuentre a la orden de alguna autoridad judicial o administrativa a partir de los señalamientos de la presente Ley, transcurridos más de tres meses siguientes a la firmeza de la determinación que produce cosa juzgada o agota la vía administrativa, según corresponda; se procederá de la siguiente manera:



a)	La autoridad judicial o administrativa ordenará la publicación de un edicto por tres veces consecutivas en el diario oficial La Gaceta, otorgando 15 días hábiles para que los interesados puedan hacer valer sus derechos, si lo estiman a bien.

b)	De no apersonarse algún interesado, procederá a entregarlo a alguna organización de bienestar social debidamente registrada, escuelas o colegios públicos ó el Instituto Nacional de Aprendizaje, aplicando para tal efecto el trámite establecido para dar de baja bienes del Estado, según lo normado por la Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos y normativa complementaria.



Todo vehículo entregado no podrá circular por las vías públicas terrestres del territorio nacional, por lo que la entrega será para el provecho en cuanto al valor de los materiales que lo componen o para efectos educativos, según corresponda; aspecto al cual deberá comprometerse la organización o institución receptora.  La autoridad remitirá resolución al Registro Nacional, procurando la mejor individualización posible del bien, en la que ordenará la cancelación del asiento de inscripción dejando la referencia de lo actuado.



	Las multas de tránsito por infracciones que pesen sobre el vehículo quedarán automáticamente cargadas al propietario registral del bien.  En este supuesto no se cobrarán el canon del artículo 140 de la presente Ley.”



ARTÍCULO 31.-	Refórmase el artículo 150 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:

�“Artículo 150.-	La boleta de citación debidamente levantada, será trasladada al Consejo de Seguridad Vial para su anotación respectiva en el asiento de la licencia de conducir del infractor.  Dicha anotación se consignará de manera definitiva cuando el supuesto infractor no haya interpuesto recurso alguno dentro del plazo establecido por el artículo 151 de esta Ley; o el mismo haya sido desestimado en vía administrativa.”



ARTÍCULO 32.-	Refórmase el artículo 151 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 151.-	El supuesto infractor podrá interponer recurso de revocatoria ante la Unidad de Impugnaciones de Boletas de Citación del Consejo de Seguridad Vial, dentro del plazo improrrogable de tres días hábiles contados a partir del día siguiente a la fecha de la confección de la boleta de que ha sido objeto.



La impugnación será presentada ante la oficina competente de aquella unidad, de acuerdo con el lugar en que se levantó la boleta de citación.



Para tal efecto, el oficial de tránsito obligatoriamente deberá indicar en la boleta al supuesto infractor, en qué lugar puede presentar su recurso.



El supuesto infractor deberá indicar en su recurso, los motivos del mismo, así como la prueba de descargo que estime oportuna; bajo pena de inadmisibilidad.”



ARTÍCULO 33.-	Refórmase el artículo 152 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente forma:



“Artículo 152.-	Recibido el recurso, la Unidad de Impugnaciones de Boletas de Citación del Consejo de Seguridad Vial, levantará la información sumaria correspondiente, y resolverá sobre las alegaciones que el infractor haya presentado en un plazo no mayor a los ocho días hábiles.  De haberse ofrecido prueba, se señalará audiencia para la evacuación de la misma en caso de que así se requiera, lo que será comunicado en el lugar para oír notificaciones al efecto señalado.



La audiencia se programará en un plazo no mayor a los diez días hábiles contados a partir de recibido el recurso.



Lo resuelto en definitiva, dará por agotada la vía administrativa y se ejecutará de inmediato.  El interesado podrá recurrir en vía judicial la determinación ante el Juzgado de Tránsito o autoridad competente.”



ARTÍCULO 34.-	Refórmase el artículo 153 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 153.-	Si el infractor no impugna la boleta, la multa quedará en firme y se procederá a la anotación de la misma en asiento de la licencia de conducir y se efectuará la deducción del puntaje respectivo; o la cancelación de la acreditación según corresponda.



De igual manera se comunicará al ente recaudador del seguro obligatorio de vehículos autorizado por ley, el número de placa de los vehículos así como el monto de la multa, el número de boleta de citación y los artículos infringidos, si se han infringido los artículos 129 incisos 2) y 3), 130) incisos 2), 3), 4), 5) y 8); 131) incisos 6), 14) y 22), 132) incisos 2), 6), 12) y 13); 133) incisos 1), 4) y 5); 134) inciso 3) y 134) BIS en sus incisos 1 y 2, para que el cobro respectivo se realice por medio de él; sin perjuicio de las acciones cobratorias que pueda efectuar el Consejo de Seguridad Vial.  Lo anterior, al deber velar el propietario del vehículo, por no dar las condiciones para la comisión de las conductas descritas en esos numerales.



	Las multas impuestas se levantarán una vez que hayan sido canceladas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 182 de esta Ley.”



ARTÍCULO 35.-	Refórmase el artículo 154 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 154.-	Cuando se haya ejecutado el retiro de la circulación o la inmovilización de un vehículo, por las causales que se indicarán, se procederá de la siguiente manera:



a)	Si el retiro de la circulación del vehículo o de sus placas se motivó en la no cancelación de los derechos de circulación o del seguro obligatorio; o por circular en bicicleta en forma contraria a lo definido en esta Ley (artículo 138 incisos b) y e); o por la prestación del servicio de transporte público en contrapelo a lo dispuesto en esta Ley (artículo 144 inciso d.), el infractor podrá interponer recurso de revocatoria en contra de esa determinación ante la Unidad de Impugnaciones de Boletas de Citación del Consejo de Seguridad Vial, exponiendo las razones de su inconformidad y ofreciendo la prueba pertinente, mediante el procedimiento ya definido en esta Ley.  Se ordenará la devolución del vehículo o de sus placas; si la causa que originó la imposición de esa medida no se produjo o fue subsanada.  En este último caso deberá ser cancelada la multa correspondiente.



Firme la infracción, aquella Unidad podrá disponer el depósito del vehículo por un término no mayor a los tres meses, para que el infractor se ponga a derecho, con la advertencia de que ese vehículo no puede circular bajo pena de seguirse causa por el delito previsto en el artículo 307 del Código Penal.  De no subsanarse dicha causa en el plazo citado, se dejará sin efecto el depósito y el vehículo pasará a ser propiedad del Consejo de Seguridad Vial para uso exclusivo de la policía de tránsito; o bien se acordará su donación o desecho.



b)	Si el retiro de la circulación se debe a la concurrencia de las causales de conducción bajo los efectos de bebidas alcohólicas o drogas enervantes o de conducción temeraria; o bien por conducir sin haber obtenido la licencia de conductor o sin portar el permiso temporal de aprendiz o por estacionar un vehículo de modo que obstruya el tránsito de los vehículos y de los peatones (artículo 138 incisos c), d) y f) del artículo 138), el afectado con la determinación podrá también acudir ante la Unidad de Impugnaciones de Boletas de Citación del Consejo de Seguridad Vial, para que este disponga la devolución del vehículo al propietario o a la persona a quien este autorice, siempre que el supuesto infractor no se encuentre bajo ninguna de las circunstancias que motivaron la determinación y se haya cancelado la multa impuesta.  Se procederá a la devolución, si impugnada la boleta correspondiente de acuerdo con el procedimiento definido en esta Ley, se comprobare que no había motivo para ejecutar aquella determinación. 



c)	Si concurren las causales de irrespeto de las normas para conducir un vehículo que transporte materiales peligrosos; de circular en las vías públicas con un vehículo construido o adaptado para competencias de velocidad; o producir ruido o emisiones de gases, humos o partículas contaminantes que excedan los límites establecidos en esta Ley (artículo 144 inciso a), b), c), en caso de que el infractor acepte los hechos que motivaron el levantamiento de la boleta de citación, cancele la multa involucrada y se compruebe que ha cesado la causa que originó la sanción, las placas le serán devueltas por la Unidad de Impugnaciones de Boletas de Citación, la que para tal efecto realizará las constataciones del caso y solicitará la documentación necesaria.  De igual manera, si los cargos son desvirtuados mediante el recurso respectivo debidamente acogido, se ordenará de inmediato la devolución de las placas por aquella Unidad.



d)	Si el retiro de la circulación se debe a la concurrencia de lesiones de gravedad, la muerte de una o más personas o daños considerables a la propiedad de terceros (artículo 138 inciso a), el conocimiento del asunto será de competencia de la autoridad judicial.  La misma ordenará la práctica de las diligencias que resulten necesarias para la investigación y, de ser conveniente, dispondrá del depósito judicial del vehículo, con las advertencias señaladas en el inciso anterior, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 192 de esta Ley.”



ARTÍCULO 36.-	Adiciónase un artículo 154 bis a la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 154 bis.-	Al confeccionar una boleta de citación en la cual se indique que se ha incurrido en algunas de las causas que producirían una suspensión de licencia de conducir por infracción a lo señalado en el artículo 135 de esta Ley; o por pérdida del puntaje total disponible para el conductor, el inspector de tránsito procederá a retirar la misma y de inmediato, procederá a remitirla al Consejo de Seguridad Vial o a la delegación de tránsito que corresponda para que ésta haga lo propio.



El retiro de la licencia comportará una suspensión provisional de carácter cautelar, hasta tanto la boleta de citación adquiera su firmeza o se revoque la decisión.



El supuesto infractor podrá recurrir la boleta de citación, en el tiempo y forma ya definido en esta Ley, ante la Unidad de Impugnaciones de Boletas de Citación.  De acogerse el recurso, se ordenará la devolución de la licencia involucrada.”



ARTÍCULO 37.-	Refórmase el artículo 180 de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 180.-	La acción para sustanciar la imposición de la multa prescribe en dos años, contados a partir de la comisión de la infracción. La sanción prescribe en ocho años, contados a partir de la firmeza de la sentencia, salvo lo dispuesto en el artículo siguiente.”



ARTÍCULO 38.-	Refórmase el artículo 204 de Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que en su párrafo tercero se lea de la siguiente forma:

“Artículo 204.-



[…]



para los efectos del inciso a) del artículo 129.  Para estos casos se permite el parte impersonal.”



ARTÍCULO 39.-	Refórmase el capítulo II del título VI a la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“CAPÍTULO II



DE LA INSTRUCCIÓN DE LAS CAUSAS DISCIPLINARIAS

EN CONTRA DE LAS AUTORIDADES DE TRÁNSITO





Artículo 205.-	La instrucción de las causas disciplinarias en contra de los oficiales de tránsito, se podrá iniciar en virtud de denuncia fundamentada en cualquier hecho que tipifique como falta grave y que pueda acarrear su suspensión o despido, siguiendo al efecto los alcances de la Ley General de Policía, N.º 7410 de 26 de mayo de 1994 y sus reformas.



Dicha instrucción será llevada adelante por la Sección de Inspección Policial dependiente de la Asesoría Jurídica del Ministerio de Obras Públicas y Transportes.



Recibida la denuncia, en un plazo no mayor a los tres días hábiles se deberá trasladar la intimación de cargos respectiva al oficial y se señalará audiencia oral y privada con una antelación no superior a los ocho días hábiles.



El auto de apertura del procedimiento, podrá ser recurrido en el plazo perentorio de veinticuatro horas.



Concluida la audiencia, el informe deberá rendirse en un plazo no mayor a los tres días hábiles, y será remitido al Consejo de Personal de Policía de Tránsito, para que se pronuncie en un plazo no mayor a los cinco días hábiles contados a partir de la recepción del informe, imponiendo la sanción correspondiente o declarando la absolutoria una vez analizada la recomendación contenida en el mismo.



Lo resuelto en definitiva por el Consejo citado, podrá ser recurrido ante el Ministro (a), dentro de los tres días hábiles siguientes a la notificación de la sanción.  La resolución del Ministro (a) dará por agotada la vía administrativa.”



ARTÍCULO 40.-	Refórmase el capítulo III del título VI a la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que se lea de la siguiente manera:



“CAPÍTULO III



DE LA UNIDAD DE ASUNTOS

INTERNOS DE LA POLICÍA DE TRÁNSITO





Artículo 206.-	Créase la Unidad de Asuntos Internos de la Policía de Tránsito, responsable de prevenir, detectar y erradicar cualquier acto de corrupción en el cumplimiento de la función policial; de modo que la misma se ejerza en el marco de los valores éticos y de prestación del servicio público que está obligado a cumplir el oficial de tránsito.



La Unidad de Asuntos Internos dependerá directamente del Despacho del Ministro (a).



El funcionamiento de Unidad, estará apoyado en las normas y principios contenidos en la Ley General de Control Interno N.º 8292, de 31 de julio de 2002, para lo cual contará con las funciones específicas, estructura y personal que se definirá reglamentariamente.



Artículo 207.-	Son atribuciones de la Unidad de Asuntos Internos de la Policía de Tránsito:



a)	Realizar acciones concretas, tendientes a que el oficial de tránsito cumpla fielmente y en estricto apego al ordenamiento jurídico, las directrices e instrucciones de carácter operacional dictadas por los responsables de la Dirección General de la Policía de Tránsito, así como cualquier otra disposición emitida por los órganos competentes del Ministerio.

b)	Realizar inspecciones u operativos en cualquier momento y de cualquier naturaleza, con la finalidad de comprobar el uso adecuado, proporcional, racional, eficaz y eficiente de los recursos asignados a los oficiales de tránsito; así como el cumplimiento regular de su función.

c)	Analizar problemas de tipo técnico, operativo y tramitar, con la aprobación del Ministro (a), las respectivas disposiciones a las instancias pertinentes del Ministerio.

d)	Brindar informes, e incluso recabar pruebas para el órgano competente, con el fin de facilitar la labor de investigación e instrucción de posibles irregularidades laborales que impliquen la apertura de causas administrativas.

e)	Realizar investigaciones especiales al interno del cuerpo policial, para prevenir, detectar y erradicar la ocurrencia de focos de corrupción, incrementando la ética y la transparencia en el cumplimiento de la función policial.

f)	Tener acceso a las cuentas bancarias de los oficiales de tránsito, con el fin de prevenir la eventual ocurrencia de actos de corrupción. El manejo de dicha información deberá realizarse en un marco de estricta confidencialidad.

g)	Plantear directamente las denuncias correspondientes ante los órganos jurisdiccionales, ante la mediación de hechos que tipifiquen como ilícitos penales; y

h)	Todas aquellas otras que tiendan a mejorar y fortalecer el servicio que brinda la Policía de Tránsito, que sean encargadas por el Ministro (a).”



ARTÍCULO 41.-	Refórmase la actual identificación y numeración de los capítulos sucesivos del título VI de la Ley de tránsito por vías públicas terrestres, N.º 7331, de 13 de abril de 1993, y sus reformas, para que el actual capítulo II pase a ser en adelante el cuarto y así sucesivamente.  De igual manera, el actual artículo 205 será en adelante artículo 208 y así en adelante se deberá correr la numeración.



ARTÍCULO 42.-	Adiciónase un párrafo segundo al artículo 24 de la Ley de Creación del Consejo Nacional de Vialidad, N.° 7798, de 30 de abril de 1998, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 24.-



[...]



Toda obra pública financiada por el Consejo Nacional de Vialidad se realizará con fundamento en un sistema de administración de construcción y mantenimiento de carreteras y caminos. Las especificaciones técnicas, las normas y los procedimientos serán establecidos por el Consejo Nacional de Vialidad y aprobados por el Ministerio de Obras Públicas y Transportes.



En todas las labores de conservación, mantenimiento rutinario, mantenimiento periódico, mejoramiento, rehabilitación y en la construcción de obras viales nuevas de la red vial nacional que realiza el Consejo Nacional de Vialidad, se deberá considerar e incorporar el componente de seguridad vial de previo a su ejecución, de conformidad con el detalle que se efectuará de manera reglamentaria.”



ARTÍCULO 43.-	Refórmase el inciso d) del artículo 18 de la Ley General de Concesión de Obras Públicas con Servicios Públicos, N.° 7762, de 14 de abril 1998, el siguiente, corriendo la numeración sucesiva:



“Artículo 18.-	Obligaciones generales.  Son obligaciones generales del concesionario:





[...]



d)	En toda obra objeto de concesión que involucre la realización de infraestructuras viales, se deberá considerar e incorporar el componente de seguridad vial.



[...]”



ARTÍCULO 44.-	Refórmase el inciso d) del artículo 65 de la Ley General de Policía, N.º 7410, de 26 de mayo de 1994, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 65.-	Requisitos



Para ingresar al servicio de las fuerzas de policía, se requiere:



[...]



d)	No tener asientos inscritos en el Registro Judicial de delincuentes, por delitos dolosos.”



ARTÍCULO 45.-	Refórmase el inciso n) del artículo 81 de la Ley General de Policía, N.° 7410, de 26 de mayo de 1994, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 81.-	Faltas graves



Para los efectos de este régimen, se considerarán faltas graves:



[...]



n)	Solicitar, aceptar o recibir cualquier beneficio indebido, o aceptar la promesa de una retribución de esa naturaleza, a cambio de hacer u omitir actos, sean o no propios de sus funciones.”



ARTÍCULO 46.-	Refórmase  el  artículo  89  de  la  Ley  General  de Policía, N.° 7410, de 26 de mayo de 1994, para que se lea de la siguiente manera:

“Artículo 89.-	Efectos del despido justificado



Todo despido justificado se entenderá sin responsabilidad patronal.



El servidor despedido por causa justificada queda inhabilitado para reingresar a cualquier otro cuerpo de policía, durante un período de diez años.”



ARTÍCULO 47.-	Refórmase  el  artículo 109  de  la  Ley  General  de  Policía, N.° 7410, de 26 de mayo de 1994, para que se lea de la siguiente manera:



“Artículo 109.-	Prescripción de la acción.  La acción penal prescribirá a los cinco años en el caso de delitos contra la vida, delitos sexuales y delitos contra la integridad física; en tres años, cuando se trate de cualquier otro tipo de delito de acción pública.  En delitos de acción privada y contravenciones, prescribirá en seis meses.  En el caso de las infracciones a la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, N.° 7331, la acción para sustanciar la imposición de la multa prescribe en dos años, contados a partir de la comisión de la infracción; y la sanción prescribe en ocho años, contados a partir de la firmeza de la sentencia.



Los términos señalados para la prescripción de la acción, se contarán a partir del día en que se cometió el delito o la contravención o desde el día en que se decretó la suspensión del proceso, salvo la excepción indicada en el párrafo precedente.”



ARTÍCULO 48.-	Los recursos que conforman el Fondo de Seguridad Vial según la Ley N.° 6324, de 4 de mayo de 1979, deberán ser utilizados en la adquisición de todos los bienes y servicios necesarios para la ejecución de proyectos de seguridad vial, así como en todas las tareas necesarias para la ejecución de la presente ley.



Se autoriza al Consejo de Seguridad Vial por una única vez, el disponer el financiamiento para la contratación de cuatrocientos oficiales de tránsito por el Ministerio de Obras Públicas y Transportes.  Dichos recursos serán girados al Ministerio de Obras Públicas por un plazo improrrogable de tres años mediante transferencia, la cual tendrá ese destino específico, no pudiendo disponerse para la atención de otras necesidades. Transcurrido ese plazo, el Ministerio deberá atender el pago de las obligaciones laborales respectivas.



ARTÍCULO 49.-	El Consejo de Seguridad Vial no estará afecto a los lineamientos generales específicos de política presupuestaria establecidos por la Autoridad Presupuestaria, como tampoco a la fijación de un gasto presupuestario máximo, en razón de la naturaleza de los recursos que integran el Fondo de Seguridad Vial, según la Ley N.° 6324, de 4 de mayo de 1979 y sus reformas.



ARTÍCULO 50.-	Con el fin de hacer efectiva la ejecución de las nuevas disposiciones de esta Ley, relativas a los dispositivos de seguridad a ser utilizados por los conductores, ocupantes de vehículos, ciclistas, motociclistas; la adquisición de dispositivos tales como bolsas de aire, barras laterales contra impactos y antivuelco, cintas retroreflectivas, chalecos, apoyacabezas; y demás aditamentos de similar naturaleza, se dispone la exoneración impositiva de los mismos.



TRANSITORIO I.-	La aplicación de las reformas efectuadas al sistema de multas, léase el nuevo contenido y ubicación de las conductas objeto de sanción descritas en los artículos 129, 130, 131, 132, 133, 134 y 134 BIS, así como el incremento en las multas y el sistema de puntos, entrará en vigencia en el plazo de nueve meses después de la publicación de esta Ley.  Hasta ese lapso seguirá rigiendo el contenido actual de la sección I, capítulo II, título IV de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres.



TRANSITORIO II.-	Se otorga un plazo de seis meses contados a partir de la vigencia de esta Ley, para que todos los vehículos se ajusten a los nuevos requerimientos de seguridad vial establecidos en esta Ley.



TRANSITORIO III.-	Se establece el término de un año a partir de la entrada en vigencia de esta Ley, para que el conocimiento de las impugnaciones; así como las gestiones de devolución de vehículos, placas o licencias, sea objeto del conocimiento de los juzgados de tránsito o demás despachos judiciales competentes. Concluido ese año, la Unidad de Impugnaciones de Boletas de Citación del Consejo de Seguridad Vial asumirá la competencia de manera total.



TRANSITORIO IV.-	Se autoriza al Consejo de Seguridad Vial, a realizar los gastos corrientes e inversiones que considere necesarios con cargo al Fondo de Seguridad Vial, durante un lapso de veinticuatro meses, para agilizar y ejecutar las nuevas disposiciones de esta Ley.  Se incluye la contratación de personal y la dotación de todos los insumos necesarios para el funcionamiento de la Unidad de Impugnaciones de Boletas de Citación, así como a la Unidad de Asuntos Internos de la Policía de Tránsito, no estando para ello afectos a las limitaciones de la Autoridad Presupuestaria en materia de contratación de personal.



TRANSITORIO V.-	Para los conductores que ya cuenten con la acreditación de la licencia respectiva, el puntaje inicial de sesenta puntos se aplicará a partir del plazo ya indicado.  Igual plazo se aplicará para las otras medidas establecidas en esta Ley, tales como el sistema de acarreo y custodia de los vehículos detenidos.



TRANSITORIO VI.-	Se autoriza al Consejo de Seguridad Vial para que realice publicaciones al menos en un diario de circulación nacional y en el diario oficial La Gaceta, del inventario de todos los vehículos que se ubican en los depósitos de la Dirección General de la Policía de Tránsito con más de cinco años de detención y sin resultar posible el motivo de la retención, con el fin de que se apersone algún interesado legítimo.  En caso de no comparecer algún interesado, se procederá sin mayor trámite a entregarlos por lotes a organizaciones debidamente inscritas de personas con discapacidad, sin cumplir para tal efecto todos los trámites que establece el artículo 143 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres.  Los bienes entregados estarán cubiertos por las prohibiciones de circulación de dicha normativa.



Rige a partir de su publicación.



Dado en la Presidencia de la República, a los treinta y un días del mes de octubre del año dos mil seis.









Óscar Arias Sánchez









Karla González Carvajal

MINISTRA DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES



















14 de diciembre de 2006.













NOTA:	Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión

		Permanente de Asuntos Jurídicos.

� www.la-moncloa.es  4/09/06.

� http://www.multato.es/artículos.php-n=48.htm   6/09/06.

� Manual de Permiso por puntos-D.G.T.  Versión mayo 2006, página 4.
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